
 
 

UNIVERSIDAD PARTICULAR DE CHICLAYO  

 FACULTAD DE DERECHO Y EDUCACIÓN  

ESCUELA PROFESIONAL DE DERECHO 

 

TESIS: 

“LA NECESARIA INCORPORACIÓN DE UN REGISTRO DE CAPACIDAD EN 

EL REGISTRO CIVIL – RENIEC” 

 

PARA OPTA EL TÍTULO PROFESIONAL DE ABOGADO 

 

BACHILLER: 

 ROMERO SALDAÑA, LUZ ANGELICA 

 

ASESOR: 

DR. RODAS RAMÍREZ, ENRIQUE 

 

LÍNEA DE INVESTIGACIÓN 

DERECHO PÚBLICO 

 

 

 

PIMENTEL, PERÚ, 2021. 

 

 



ii 
 

 

 

 

 

 

 

DEDICATORIA 

A Dios, por guiar mi camino y darme 

fortaleza para alcanzar mis metas. 

 

 

 

 

 

  



iii 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

AGRADECIMIENTOS 

Agradezco a Dios y a mis padres, por 

educarme en valores y ser ejemplo 

de vida para mí. 

 

 

  



iv 
 

INDICE DE CONTENIDOS 

 
INDICE DE CONTENIDOS ................................................................................ iv 

INDICE DE GRÁFICOS Y FIGURAS .................................................................. v 

INDICE DE ABREVIATURAS ............................................................................. vi 

RESUMEN ........................................................................................................ vii 

ABSTRACT ...................................................................................................... viii 

I. INTRODUCCIÓN ......................................................................................... 1 

II. DESARROLLO ............................................................................................ 5 

III. METODOLOGÍA ........................................................................................ 36 

3.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN ................................................................. 36 

3.2. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN ........................................................... 36 

3.3. CATEGORÍAS, SUBCATEGORÍAS Y MATRIZ DE CATEGORIZACIÓN 

(MATRIZ DE CONSISTENCIA ................................................................... 36 

3.4. ESCENARIO DE ESTUDIO ................................................................ 38 

3.5. PARTICIPANTES ................................................................................ 38 

3.6. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE DATOS ..... 38 

3.7. PROCEDIMIENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS E 

INFORMACIONES ... ……………………………………………………….......38 

3.8. RIGOR CIENTÍFICO ........................................................................... 38 

IV. ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS ........................................... 40 

V. CONCLUSIONES  ..................................................................................... 45 

VI. RECOMENDACIONES .............................................................................. 46 

VII. REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS ........................................................... 76 

VIII. ANEXOS ................................................................................................... 79 

 

 

 



v 
 

INDICE DE GRÁFICOS Y FIGURAS 

 

GRAFICO 01: ¿Sabe usted sobre capacidad jurídica de la persona 

humana? .......................................................................................... 41 

GRÁFICO 02: ¿Conoce usted sobre valoración de la capacidad 

jurídica en la normativa peruana? .................................................... 42 

GRÁFICO 03: ¿Tiene conocimiento acerca del registro de capacidad 

en el derecho comparado? .............................................................. 43 

GRÁFICO 04: ¿Cree usted que resulta necesario proponer mediante 

un proyecto Ley la incorporación de un registro de capacidad en la 

legislación peruana? ........................................................................ 44 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



vi 
 

INDICE DE ABREVIATURAS 

 

C°     : CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE PERÚ 

CC   : CÓDIGO CIVIL 

CPC  : CÓDIGO PROCESAL CIVIL 

ART. : ARTÍCULO 

S/F     : SIN FECHA 

P.       : PÁGINA 

  



vii 
 

  RESUMEN 

El presente trabajo de investigación tiene como tema principal analizar la 

capacidad jurídica de personas con algún tipo de discapacidad, a fin de normar 

un registro de capacidad, puesto que en nuestro país, aún no se cuenta con un 

registro donde se puedan inscribir las capacidades restringidas de la persona 

humana, a efectos de evitar abusos en el ejercicio del derecho o la celebración 

de actos jurídicos que resulten ilícitos en su fondo al no contar con la 

manifestación de voluntad válida del sujeto, si este contase con alguna 

capacidad restringida del ejercicio de su derecho. Esta publicidad resulta 

relevante y se justifica por ser un medio eficaz por el cual garantizar certeza 

jurídica, así como la validez del contenido del acto jurídico. Por tal razón resulta 

indispensable determinar la necesaria incorporación de un Registro de 

Capacidad en el Registro Civil – RENIEC, con el principal propósito de evitar 

cualquier forma de defraudación en contra de personas que cuenten con algún 

tipo de discapacidad que les impida manifestar su voluntad. 

 

Palabras clave: capacidad jurídica, discapacidad, registro de capacidad.  
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ABSTRACT 

The main theme of this research work is to analyze the legal capacity of people 

with some type of disability, in order to regulate a capacity registry, since in our 

country, there is still no registry where restricted capacities can be registered. of 

the human person, in order to avoid abuses in the exercise of the right or the 

celebration of legal acts that are illicit in their substance by not having the 

manifestation of valid will of the subject, if he had some restricted capacity to 

exercise his right. This advertising is relevant and is justified as an effective 

means by which to guarantee legal certainty, as well as the validity of the content 

of the legal act. For this reason, it is essential to determine the necessary 

incorporation of a Capacity Registry in the Civil Registry - RENIEC, with the main 

purpose of avoiding any form of fraud against people who have some type of 

disability that prevents them from expressing their will. 

 

Keywords: legal capacity, disability, registration of capacity. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 
 

I. INTRODUCCIÓN 

El Código Civil Peruano manifiesta en su artículo 42° que “Toda 

persona mayor de dieciocho años tiene plena capacidad de ejercicio”. 

Nuestro Código Civil también establece en el artículo 43° los que son 

absolutamente incapaces y en su artículo 44° señala a los que tienen 

capacidad de ejercicio restringida. 

La capacidad jurídica resulta ser para Bolaños (2016) un derecho 

constitutivo, innato que se le reconoce a todos los individuos sin 

distinción, esto incluye a aquellos sujetos que posean algún tipo de 

discapacidad. El Tribunal Constitucional se ha pronunciado, 

estableciendo que existen dos planos de esta capacidad jurídica, en 

primer lugar, referido a la capacidad de goce, que es concebida como 

aquella facultad del ser humano para ser sujeto de derechos y deberes; 

y en segundo lugar tenemos a la capacidad de ejercicio, la cual es 

explicada como la facultad personalísima que posibilita a la persona a 

celebrar actos jurídicos por propia voluntad, que tienen validez para sí 

mismo y para terceros, siendo responsables por sus efectos jurídicos 

(p. 3).  

Según Garate (2017) la capacidad jurídica encuentra su fundamento 

en el principio general del reconocimiento de la capacidad; en esa 

misma línea, se establece la regla de reconocer que todos los 

individuos son capaces, y que forma inusual se presenta la 

incapacidad, que deberá ser dictada por declaración judicial. Sin 

embargo, esta incapacidad nunca podrá ser absoluta, ya que todas las 

personas sin excepción, somos titulares de derechos y estos se podrán 

ejercer en medida de sus posibilidades (p. 153). 

Asimismo, cuando una persona no cuenta con la mencionada 

capacidad jurídica, existen legislaciones, como la Argentina, la cual al 

emitirse una sentencia de discapacidad obliga también a que esta se 

inscriba en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas, 

aseguraba y garantizaba la protección de la seguridad jurídica, sobre 

todo frente a casos como el tráfico comercial. 
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

En el Perú, aún no se cuenta con un registro donde se puedan inscribir 

las incapacidades o capacidades restringidas de la persona humana, a 

efectos de evitar abusos en el ejercicio del derecho o la celebración de 

actos jurídicos que resulten ilícitos en su fondo a no contar con la 

manifestación de voluntad válida del sujeto, si este contase con alguna 

incapacidad jurídica o con capacidad restringida del ejercicio de su 

derecho, por lo que el presente trabajo de investigación tiene por fin 

incorporar un registro de capacidad en el Registro Civil – RENIEC, a fin 

de no se comentan actos injustos en nombre de personas que posean 

algún tipo de discapacidad, que le impida manifestar su voluntad. 

Como veremos más adelante y según señala el autor argentino 

Manzano (2011) la publicidad de este registro resulta de gran 

relevancia para la celebración de distintos actos jurídicos, entiendo a 

esta publicidad como: “la exteriorización o divulgación de una situación 

jurídica para producir cognoscibilidad general o posibilidad de conocer”. 

Esta publicidad se ve justificada por ser un medio eficaz para garantizar 

certeza jurídica, al garantizar que el contenido de los actos jurídicos 

celebrados sea válido en todos sus extremos, tanto en su constitución, 

modificación, extensión y extinción de derechos. 

JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA 

La investigación que proponemos se justifica y tiene importancia para 

nuestra sociedad como también para los operadores de derecho, 

Jueces, Abogados, poder legislativo y ejecutivo; siendo que estos, en 

conjunto, son los llamados a plantear soluciones a problemas que a 

diario ocurre en nuestra realidad, de esa manera, determinar la 

necesaria incorporación de un Registro de Capacidad en la RENIEC. 

La intención del presente trabajo de investigación es describir la 

problemática y deficiente normatividad existente, sus alcances, 

fortalezas y deficiencias, a fin de que se norme y se incorpore el registro 

de capacidad en el Registro Civil-RENIEC, y así evitar cualquier tipo de 
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defraudación en contra de personas que cuentan con algún tipo de 

discapacidad que le impida manifestar su voluntad. 

La investigación se realizaremos en torno a la valoración de la 

naturaleza de sus datos será cualitativa, con campo de estudio 

descriptivo – explicativo puesto que además de determinar la necesaria 

incorporación de un Registro de Capacidad en el Registro Civil - 

RENIEC, no solo se tratará el desarrollo de las bases teóricas; sino que 

realice un análisis y discusión de la doctrina en cuanto a la legitimidad 

para obrar del demandante, y según la manipulación de variables la 

investigación será no experimental, puesto que las variables no serán 

controladas. 

FORMULACIÓN DEL PROBLEMA 

Para determinar si existe una posible solución a la problemática 

planteada, se ha creído conveniente plantear la siguiente interrogante: 

¿Resulta necesario incorporación de un Registro de Capacidad en el 

Registro Civil - RENIEC? 

HIPÓTESIS 

Si, es relevante publicitar el registro de capacidad de la personas con 

algún tipo de discapacidad que le impida manifestar su voluntad, 

entonces es necesario incorporar un registro de capacidad en el 

Registro Civil – RENIEC. 

OBJETIVOS 

Los objetivos del presente trabajo son los siguientes: 

Objetivo general  

- Determinar la necesaria incorporación de un Registro de 

Capacidad en el Registro Civil - RENIEC. 

Objetivos específicos: 

- Estudiar la capacidad jurídica de la persona humana. 
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- Analizar la valoración de la capacidad jurídica en la normativa 

peruana. 

- Analizar el registro de capacidad en el derecho comparado. 

- Proponer mediante un proyecto Ley la incorporación de un 

registro de capacidad en la legislación peruana.  

 

  



5 
 

II. DESARROLLO 

Marco Teórico 

Este trabajo de investigación posee antecedentes internacionales, 

nacionales y locales, con el fin de poder esbozar un panorama previo 

del tema de investigación referido en esta investigación.   

En los antecedentes internacionales, podemos mencionar los 

siguientes trabajos previos referidos a nuestra problemática: 

- Garate (2017), sobre la capacidad plantea varias preguntas: 

El problema de la capacidad jurídica es un tema muy amplio. 

Nos podemos preguntar cuando se adquiere o cuando se 

pierde. A partir de la incorporación de las Convenciones 

Internacionales en materia de discapacidad, comenzamos a 

hacernos otras preguntas. ¿Cuándo se limita? ¿Por qué 

limitar su ejercicio? ¿Es posible establecer límites? Muchas 

otras preguntas que merecen una respuesta. Pero como 

siempre, estas respuestas en el mundo del Civil Law salen 

de la norma (p. 152). 

- D’Albano (2015), sobre la capacidad, precisa: 

Todas las personas sin distinción somos titulares de 

derecho, sin embargo, de acuerdo a la edad o capacidad, el 

ejercicio de los mismos disminuye o aumenta. Entonces, 

podemos gozar de derechos desde el inicio de nuestra vida, 

pero hasta obtener la mayoría de edad podemos ejercer la 

totalidad de estos derechos que ya han sido reconocidos. 

Sin embargo, es preciso señalar que el Código ha señalado 

la existencia de capacidades progresivas, no limitando a un 

menor a ser oído (p. 82). 

- Hess (2018) refiere sobre la capacidad: 

El precepto es reconocer que todas las personas son 

capaces, y lo que se configura como una excepción a esta 
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regla es la incapacidad, la cual deberá ser expresada 

solamente por declaración judicial. No obstante ello, la 

incapacidad nunca puede ser total, porque siempre somos 

titulares de derechos, y estos pueden ser ejercidos en la 

medida de las posibilidades que cada persona pueda 

desarrollar (s.p). 

Asimismo, a nivel nacional se tienen las siguientes investigaciones 

ligadas al tema en desarrollo: 

- Bolaños (2016) sobre la capacidad jurídica: 

La capacidad jurídica es un derecho constitutivo, innato que 

se le reconoce a todos los individuos sin distinción, esto 

incluye a aquellos sujetos que posean algún tipo de 

discapacidad. El Tribunal Constitucional se ha pronunciado, 

estableciendo que existen dos planos de esta capacidad 

jurídica, en primer lugar, referido a la capacidad de goce, que 

es concebida como aquella facultad del ser humano para ser 

sujeto de derechos y deberes; y en segundo lugar tenemos 

a la capacidad de ejercicio, la cual es explicada como la 

facultad personalísima que posibilita a la persona a celebrar 

actos jurídicos por propia voluntad (p. 3). 

- Fernández (2019) opina que: 

Es necesario realizar el reconocimiento de la capacidad 

jurídica de las personas con discapacidad y mantenerse 

vigilante del avance en relación con el cumplimiento del 

régimen jurídico de esta población vulnerable, en materia de 

equidad de género, protección, desarrollo social y evitar ser 

víctimas de exclusión (p. 12). 

- Varsi y Torres (2019) manifiesta: 

La capacidad, incapacidad absoluta o incapacidad relativa, 

de manera precedente a la reforma mediante del Decreto 



7 
 

Legislativo Nº 1384, era la manera como se regulaba la 

capacidad en nuestro Código Civil. La validez de los actos 

jurídicos se basaba, principalmente, en el discernimiento y 

otros caracteres, como el etario. Los actos jurídicos de los 

incapaces absolutos se calificaban como nulos y los de los 

incapaces relativos como anulables, según los artículos 219 

y 221, respectivamente, del Código Civil (p. 201). 

Dentro de antecedentes locales, tenemos los siguientes: 

- Sánchez (2019) sobre la capacidad jurídica de las personas con 

discapacidad: 

La visión que tiene la sociedad sobre las personas con 

discapacidad, ha pasado por todo un trayecto evolutivo que 

no ha hecho, sino afianzar o, mejor dicho, reivindicar la 

dignidad de las personas con discapacidad en relación   a   

sus   derechos   dentro   de   la comunidad, pasando desde 

una perspectiva de prescindencia, hasta los nuevos 

conceptos que se manejan hoy en día desde una nueva 

perspectiva: la del modelo social (p. 88). 

- Carranza (2021) señala de la discapacidad: 

A pesar de este cambio, de términos que definen la 

discapacidad, muchas entidades mundiales se han alzado 

en contra de estas clasificaciones describiéndolas como 

limitantes, restrictivas y de desventaja induciendo a esta 

organización a una nueva revisión de la terminología 

empleada (p. 26). 

- Ruiz (2020) por su parte señala: 

Visto desde el enfoque social de la discapacidad, 

actualmente, y considerado el estado de vulnerabilidad en 

que se encuentran las personas que poseen algún tipo de 

discapacidad, es que se fundamenta la necesidad de que se 

atiendan sus reclamos y entender sus diferencias, 
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garantizando el respeto de sus derechos y permitiéndoles 

hacer ejercicio pleno de los derechos de los cuales son 

titulares. En ese sentido surge el Sistema de Apoyos, con la 

finalidad de facilitar que las Personas con Discapacidad 

puedan elegir y decidir de manera responsable en atención 

a su propia voluntad sin ser sustituidos en su decisión (p. 

25). 

Datos y hallazgos más relevantes 

Capacidad Jurídica 

La capacidad jurídica es entendida como “uno de los elementos básicos 

del derecho privado de raíz romano-germánica” (Coca, 2020, p. 1).  

Asimismo, Bregaglio citado en Coca (2020) señala que en el derecho 

de la antigua roma se presentaba como una máxima la siguiente: 

“furiosi nulla voluntas est”, la cual refería que las personas con 

discapacidad mental no podían consentir de forma válida ningún 

contrato. 

Sin embargo, estas limitantes no estuvieron establecidas solo para 

esas personas, ya que por mucho tiempo las mismas restricciones se 

aplicaban a mujeres, indígenas, afrodescendientes y pobres, los cuales 

lucharon por un reconocimiento de su capacidad jurídica igual al de 

todas las personas, sin distinción alguna (Coca,2020). 

Tal como sostiene Fernández (2019) que algunas normativas y 

legislaciones concebían que la capacidad jurídica no solo consistía en 

la capacidad de goce, sino que para algunas también esta abarcaba a 

la capacidad de ejercicio. 

Osorio (2013) indica que la capacidad jurídica es un derecho 

fundamental, que además es progresivo y complejo, debido a su 

contenido y su regulación en el derecho Esta se vincula con la toma de 

decisiones de forma libre, sin limitaciones o restricciones. 
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La capacidad jurídica resulta ser para Bolaños (2016) un derecho 

constitutivo, innato que se le reconoce a todos los individuos sin 

distinción, esto incluye a aquellos sujetos que posean algún tipo de 

discapacidad.  

El Tribunal Constitucional se ha pronunciado, estableciendo que 

existen dos planos de esta capacidad jurídica, en primer lugar, referido 

a la capacidad de goce, que es concebida como aquella facultad del 

ser humano para ser sujeto de derechos y deberes; y en segundo lugar 

tenemos a la capacidad de ejercicio, la cual es explicada como la 

facultad personalísima que posibilita a la persona a celebrar actos 

jurídicos por propia voluntad (Bolaños, 2016). 

La capacidad para Varsi y Torres (2019) es “un atributo que tiene toda 

persona natural, mediante el cual el sujeto puede realizar actos que no 

estén prohibidos” (p. 200).  

Asimismo, agregan los autores Varsi y Torres (2019): 

Es, por un lado, una aptitud para ser titular de relaciones y, por otro, 

es un concepto núcleo del Derecho. De igual manera, en otra sede, 

hemos referido que la capacidad es, en una acepción amplia, una 

aptitud: se es capaz en la medida que se puede realizar algo (p. 

200).  

Espinoza citado en Varsi y Torres (2019) también indica que “entiende 

a la capacidad que se expresa en dos estados: un estado estático que 

se manifiesta a través de la capacidad de goce. Y un estado dinámico 

que se manifiesta a través de la capacidad de ejercicio” (p. 200).  

Tal como indica Bolaños (2016): “La capacidad jurídica es un derecho 

inherente reconocido a todas las personas, incluidas las personas con 

discapacidad. Al respecto, el Tribunal Constitucional del Perú ha 

establecido que este derecho se manifiesta en dos planos” (p. 3).  
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Según el TC, estas 2 esferas comprenden a, en concordancia con 

Bolaños (2016): “a) capacidad de goce, entendida como la facultad o 

atributo de la persona para ser sujeto de derechos y obligaciones (...); 

y, b) capacidad de ejercicio, entendida como la facultad de atributo 

personal que permite producir por propia voluntad” (p. 3),  

En ese sentido, señala Fernández citado en Bolaños (2016) que “cabría 

pues hablar en relación con la capacidad goce, del poder de titularidad 

y, respecto a la capacidad de obrar, del poder de ejercicio” (p. 3).  

De acuerdo a lo citado por el artículo 3° de nuestro Código Civil (CC), 

se tiene que: 

“Toda persona tiene capacidad jurídica para el goce y ejercicio de 

sus derechos. La capacidad de ejercicio solo puede ser restringida 

por ley. Las personas con discapacidad tienen capacidad de 

ejercicio en igualdad de condiciones en todos los aspectos de la 

vida”. 

En ese sentido, tal como señala Coca (2020): 

(…) hoy en día la regla es la extensión de la capacidad jurídica a 

la capacidad de goce y a la capacidad de ejercicio, de la cual son 

titulares las personas con o sin discapacidad salvo los casos 

determinados por ley (p. 4). 

Varsi y Torres (2019) señala: “La capacidad de goce es el efecto del 

reconocimiento del Derecho de la existencia de condiciones por las que 

un ser es idóneo de tener intereses dignos de tutela” (p. 200). 

Por otro lado, sobre la capacidad de goce Fernández citado en Chavez 

(2021) indica que esta capacidad se encuentra íntimamente 

relacionado con lo intrínseco de la persona. 

Es decir, con su esencia humana, ya que esta capacidad surge de su 

libertad como persona y se le reconoce su libre albedrío al momento de 
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tomar decisiones, gracias a su capacidad de elegir voluntariamente de 

que actos quiere ser partícipes (Chavez, 2021). 

El autor Varsi citado en Coca (2020) menciona que, de conformidad 

con la doctrina peruana, la capacidad de goce es reconocida por el 

derecho en base a las condiciones que posee la persona humana como 

ser idóneo poseedor de intereses dignos de tutela; por lo tanto, es 

deber del Estado reconocer este derecho y protegerlo legalmente, 

como sujeto fuente de derechos, deberes, facultades y obligaciones. El 

que es plenamente capaz no tiene que recurrir a ninguna otra persona 

para acceder a sus derechos, los tiene per se. 

Respecto a la capacidad de goce, Venosa citado en Chavez (2021) 

señala que es aquella potestad o facultad que tiene la persona para 

que le sean reconocidos derechos y deberes como titular de los demás, 

también refiriéndonos a la subjetividad que se le atribuye a la capacidad 

de goce cuando la persona se convierte en titular, se le confiere la 

facultas agendi. 

Y por tanto esta capacidad no puede tener ninguna restricción, 

solamente la capacidad de ejercicio puede ser sujeta a limitaciones en 

casos específicos que la norma dicte, respetando siempre el principio 

de legalidad.  

Resulta menester establecer que únicamente, en concordancia con 

Coca (2020) “la capacidad de ejercicio pueda ser pasible de ser 

restringida ya que la capacidad de goce siempre ha sido condición 

inherente del ser humano, incluso antes de la dación del DL. 1384, por 

lo que nunca podría ser restringida” (p. 4). 

Referente a la capacidad de ejercicio, para Messineo citado en Chavez 

(2021) es “aquella idoneidad del sujeto de poder consumar, asumiendo 

su responsabilidad, así como la de cualquier acto que cause efectos 

jurídicos” (p. 7).  

Para Varsi y Torres (2019): 
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Esta capacidad es la que le permite realizar deberes y derechos 

a través de actos jurídicos. En comparación con la capacidad de 

goce, esta puede ser limitada a través de leyes, sujetas a ciertos 

criterios. A pesar de lo dicho, se entiende en la actualidad que la 

capacidad de ejercicio, en conjunción con la capacidad de goce, 

son plenas en cada persona y solo serán restringidas cuando 

mande la ley (p. 201).  

Tal como explica Varsi y Torres (2019): 

La capacidad, incapacidad absoluta o incapacidad relativa, de 

manera precedente a la reforma mediante del Decreto Legislativo 

Nº 1384, era la manera como se regulaba la capacidad en nuestro 

Código Civil. La validez de los actos jurídicos se basaba, 

principalmente, en el discernimiento y otros caracteres, como el 

etario (p. 201).  

En concordancia con esta antigua normativa, los actos jurídicos que 

habían llevado a cabo los incapaces absolutos eran, para el derecho, 

nulos y los ejecutados por sujetos denominados incapaces relativos 

eran anulables, todo esto se encontraba regulado en el artículo 219 y 

221 del Código Civil. 

El Código Civil Peruano manifiesta en su artículo 42° que “Toda 

persona mayor de dieciocho años tiene plena capacidad de ejercicio”. 

Nuestro Código Civil también establece en el artículo 43° los que son 

absolutamente incapaces y en su artículo 44° señala a los que tienen 

capacidad de ejercicio restringida. 

De acuerdo a los artículos antes citados, aclara Coca (2020) que los 

que son incapaces absolutos son las personas menores de 16 años 

con las excepciones que dicte la ley e incapaces relativos serían 

aquellas personas que incurren en mala gestión, pródigos, ebrios 

habituales, toxicómanos. 
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En cuanto a la incapacidad, según Garate (2017) la capacidad de 

hecho o de obrar es concebida como la aptitud para ejercer derechos, 

mientras que la incapacidad sugiere una restricción a esta aptitud. Es 

preciso explicar que, no se impide aquellos actos que tengan que ver 

con su realización, sino solamente a los que tienen que ver con la 

ejecución.  

Para Villareal (2014) se puede determinar incapacidad de forma directa 

de manera singular hacia los sujetos con discapacidad mental o 

intelectual, ya que la normatividad establece que tienen “incapacidad” 

para ejercer válidamente actos jurídicos y, por el proceso de 

interdicción que confirma los resultados de un examen médico. 

Y como ejemplo se toma al modelo que acoge el Código Civil Argentino, 

donde manifiesta que las personas que tienen incapacidad absoluta 

son: los que aún están por nacer, menores impúberes, personas 

dementes, sordomudos que no pueden manifestar su voluntad de 

forma escrita, según el artículo 54° (Villareal, 2014). 

Asimismo, cita que ningún individuo será considerado demente, sin que 

esta esté verificada, certificada y declarada expresamente por un juez 

competente (Villareal, 2014).  

El sistema argentino, respecto a la capacidad jurídica, se tiene que para 

Lafferriere y Muñiz (2017) se encuentra tipificada en el capítulo II del 

primer título del Código Civil y Comercial, en su Libro I, estableciendo 

a la capacidad de derecho como una aptitud inherente a la persona.  

Por otro lado, Cárdenas (2010) señala que: 

La capacidad jurídica está expresamente tutelada en el marco 

jurídico de DDHH, en el extremo de la manifestación de la voluntad 

y la opinión como el plano abstracto y formal del reconocimiento de 

la capacidad jurídica de obrar, igualdad ante la ley y también, de la 

autonomía de la voluntad, todo en fundamento en la libertad 

individual (p. 6). 
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Es preciso mencionar que, según Bianca citado en Coca (2020) 

expresa que para la doctrina italiana la capacidad jurídica es aquella 

aptitud del sujeto de ser titular de derechos. Según esta doctrina el ser 

humano adquiere la capacidad jurídica en el preciso momento en que 

nace y la conserva hasta su fallecimiento.  

Por otro lado, para la doctrina brasileña toda persona se encuentra 

provisto de una personalidad jurídica, y por ende, de aquel atributo 

genérico para hacerse titular de derechos y asumir obligaciones (Coca, 

2020). 

También, como vimos anteriormente, se reconoce que el ejercicio de 

estos derechos puede ser llevados a cabo por el mismo sujeto de forma 

directa o por medio de intermediarios, mediante las figuras de 

representación legal o asistencia (Coca, 2020).  

Da Silva citado en Coca (2020) también hace mención respecto a esto, 

afirmando que personalidad y capacidad son conceptos distintos pero 

complementarios. Ya que no serviría la personalidad sin la capacidad 

jurídica que se acople al contenido de la personalidad, en la misma y 

cierta medida en que la utilización del derecho integra la idea de que 

alguien sea su titular. 

Teyssié citado en Coca (2020) indica que la doctrina francesa dicta que 

es un precepto general de que la persona obtenga su personalidad 

jurídica desde el momento de su nacimiento, y es en ese momento en 

que el Estado y el derecho le reconozca dicha personalidad y le sea 

tutelada y protegida.  

De lo expuesto, se puede poner de manifiesto la relevancia que posee 

la personalidad jurídica, debido a que por esta los sujetos de derechos 

se convierten en titulares de derechos y obligaciones (Coca, 2020). 

Es por esto que la capacidad de goce y la de ejercicio nacen de esta 

personalidad jurídica de la persona, configurando una relación de 

causa y efecto entre estas dos figuras (Coca, 2020).  
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Coca (2020) señala que la capacidad jurídica es innata a las personas, 

que en inicio no necesitan de un tercero para la realización de sus 

derechos, ya que desde el nacimiento todos accedemos a la 

personalidad jurídica, y por tanto a la capacidad de goce o de derecho 

y a la de ejercicio, la cual, sí presentará algunas limitaciones acordes a 

la edad, etc., del individuo. 

Tal como precisa el autor Fabre-Magnan citado en Coca (2020) se tiene 

que: “En materia negocial se dice que la capacidad es necesaria para 

poder concluir un contrato válido. Ella se define seguidamente por su 

antónimo –incapacidad– que se traduce como la ineptitud de realizar 

determinados actos en la vida jurídica” (p. 3). 

Fabre-Magnan citado en Coca (2020) señala que, en derecho de 

contratos, la restricción de la capacidad, es decir, la incapacidad indica, 

en un primer momento el suceso de la imposibilidad de manifestar una 

voluntad de manera consciente y autónoma.  

Entonces, con esa lógica podemos vincular la capacidad con el 

consentimiento, no obstante, la capacidad despoja de validez al 

contrato, entonces, una persona con incapacidad puede exteriorizar 

una oferta o una aceptación, y ese acuerdo podría concluirse de modo 

supuesto (Coca, 2020).  

Parte de la doctrina portuguesa presenta otra definición de la capacidad 

de ejercicio, siendo que la capacidad de obrar es la indicada para 

proceder jurídicamente y ejercer derechos y deberes de los que son 

titulares las personas, asimismo, mediante el mismo también se tiene 

la facultad de adquirir derechos o de asumir deberes. Esto puede ser 

concretado por el mismo sujeto interesado o por otra persona que el 

haya escogido para que lo represente (Coca, 2020, p. 3). 

También esta doctrina indica que el sujeto con capacidad de ejercicio, 

según Mota citado en Coca (2020) “actúa personalmente, esto es, no 

necesita ser sustituida en la práctica de los actos que ponen en 

movimiento su esfera jurídica y actúa autónomamente, esto es, no 
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carece de consentimiento anterior o posterior al acto de otra persona 

(asistente)” (p. 3).  

Mota citado en Coca (2020) también resalta que, si este atributo faltase 

para poder obrar personalmente y de modo autónomo e independiente 

para poder realizar una actividad jurídica se configura una incapacidad 

de ejercicio, esta misma puede verse suplida por distintas instituciones, 

como la representación legal o la asistencia, asimismo, también 

tenemos a la interdicción.  

Bianca citado en Coca (2020) por su parte, expone: “Precisa una 

doctrina italiana que la noción de capacidad jurídica es distinta respecto 

a la capacidad de actuar, la cual indica la idoneidad del sujeto de 

desarrollar directamente la propia autonomía negocial o procesal” (p. 

3). 

Además, Bianca citado en Coca (2020) “la falta o la limitación de la 

capacidad de actuar no incide sobre la capacidad jurídica porque el 

sujeto permanece por siempre idóneo de ser titular de relaciones 

jurídicas” (p. 3).  

Sin olvidar lo que indica el autor Bianca: “Aquello que le falta al incapaz 

de actuar es más bien la idoneidad de gestionar directa y 

autónomamente su propia esfera personal y patrimonial, asignándosele 

un representante legal o un curado” (citado en Coca, 2020, p. 3). 

En tanto, los diferentes autores y doctrinas coinciden en que, respecto 

a la capacidad jurídica, en palabras de Coca (2020) “la regla es poder 

conducirse personal y autónomamente sin valerse de un tercero para 

el ejercicio de los derechos lo cual incluye poder asignarse 

voluntariamente un representante” (p. 3). 

En el Perú, señala Coca (2020), este precepto se presenta en materia 

negocial al momento de llevar a cabo la celebración de contratos o en 

ciertos actos jurídicos que han sido celebrados por personas que tienen 

discapacidad, aún antes de promulgado el decreto legislativo 1384, 
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siempre que se estaba presenta a contratos referidos a su vida 

cotidiana (artículo 1358).  

Sin embargo, tal como manifiesta el autor Coca (2020) que si bien esta 

es una regla establecida, presenta una excepción, que en el caso de la 

legislación peruana, antes de promulgado el Decreto Legislativo 1384 

las restricciones o limitaciones a la capacidad  de ejercicio se regulaban 

en el artículo 43 y 44, presentando a los incapaces absolutos e 

incapaces relativos respectivamente, así como diferentes instituciones 

que suplían la voluntad de estos sujetos en forma de representantes 

legales o mediante la interdicción. 

Discapacidad 

Varsi y Torres (2019) señala que: 

El concepto de “discapacidad” no ha sido estático a través del 

tiempo. En la década de 1980, la Organización Mundial de la Salud 

(en adelante, OMS) manejaba un concepto enfocado 

principalmente a la enfermedad y la dificultad que esta representa 

para que se desenvuelva el individuo (p. 201).  

Los autores Varsi y Torres (2019) indican que “presentaba tres 

conceptualizaciones distintas y autónomas que se relacionaban con 

aspectos diferentes de la experiencia que constituye enfermedad: 

deficiencia, discapacidad y minusvalía” (p. 201).  

De la deficiencia se manifestó, para Varsi y Torres (2019) como “la 

exteriorización de un estado patológico, que es consecuencia de 

alguna causa. Es un ámbito estrictamente médico” (p. 201).  

De la discapacidad se dijo, en concordancia con Varsi y Torres (2019) 

que era “la consecuencia de la deficiencia en la alteración funcional que 

tiene la persona en aspectos esenciales de su vida diaria, cotidiana” (p. 

202).  

Y, por último, respecto a la minusvalía, fue vista según Varsi y Torres 

(2019) como “la socialización de una deficiencia o capacidad, i.e. la 
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discrepancia del accionar del sujeto y las expectativas de la sociedad” 

(p. 202).  

La OMS (2017) señaló que: 

La Clasificación Internacional del Funcionamiento, de la 

Discapacidad y de la Salud (CIF) define la discapacidad como un 

término genérico que abarca deficiencias, limitaciones de la 

actividad y restricciones a la participación. Se entiende por 

discapacidad la interacción entre las personas que padecen alguna 

enfermedad (por ejemplo, parálisis cerebral, síndrome de Down y 

depresión) y factores personales y ambientales (por ejemplo, 

actitudes negativas, transporte y edificios públicos inaccesibles y 

un apoyo social limitado) (citado en Cedeño y Macías, 2018, p. 

115).  

Respecto a la discapacidad visual señala Esparza, et al (2018) que es 

una o más deficiencias sensoriales, específicamente de la visión, 

teniendo nula o una reducción considerable de la misma, que le impide 

interactuar dentro del entorno social en el que se encuentra la persona 

y afecta su debida participación en las mismas condiciones que las 

demás personas. 

La discapacidad intelectual, por su parte, es entendida como la 

limitación o limitaciones sustanciales que posee una persona en el 

funcionamiento intelectual, el cual es inferior al promedio (Alonso, 

2018).  

Por otro lado, Alonso (2018) señala que “las personas con discapacidad 

intelectual manifiestan problemas específicos en áreas del desarrollo 

motor tales como habilidades motrices básicas, esquema corporal y 

control de las funciones corporales” (p. 225).  

La discapacidad auditiva, según el Consejo Nacional de Fomento 

Educativo es la incapacidad para poder recibir los estímulos auditivos 

que llegan del entorno exterior hacia la persona que posee esta pérdida 

auditiva (Cedeño y Macías, 2018).  
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Existen diferentes clasificaciones encontradas referentes a las teorías 

en torno a la discapacidad, resaltando tres de ellas.  

Del modelo de prescindencia, Velarde citada en Ruiz (2020) afirma que 

en épocas antiguas y en la Edad Media, sobre todo, era muy usual que 

la discapacidad tenga como atribuyo la omisión o el abandono, ya que 

se pensaba que las personas con discapacidad habían sido castigadas 

por los dioses y que no podían contribuir en nada a la sociedad, por 

tanto, no tenían ningún valor ni sentido su vida 

En ese mismo sentido, Varsi y Torres (2019) señalan: 

Bajo este modelo, la discapacidad se persigue como un castigo de 

origen divino y quien la padezca es considerado como una carga 

social innecesaria. La exposición de motivos del Anteproyecto de 

Ley que propone modificar el Decreto Legislativo 295 del Código 

Civil, en lo referido al ejercicio de la capacidad jurídica, refiere que, 

en el Perú, un caso que se subsume en este modelo es el de 

abandono de personas con discapacidad mental en institutos de 

salud mental (pp. 202-203). 

A su vez, Velarde citada en Ruiz (2020) indica que: “Este modelo tiene 

su explicación en dos presupuestos: el primero referido a la causa de 

la discapacidad y el segundo orientado por al rol que tiene la persona 

con discapacidad en la sociedad” (p. 15).  

Agrega la autora Velarde citada en Ruiz (2020) afirma que, según el 

primer precepto presentado, la discapacidad surgía en la religión, 

debido a que se pensaba que esta misma era producto de un castigo 

divino para los padres de las personas que nacían así.  

Velarde citada en Ruiz (2020) cita que, del segundo precepto, con 

respecto a la utilidad, las personas discapacitadas eran vista como 

inútiles, como personas que no aportaban nada a la sociedad, y que 

por ser un sujeto improductivo era más una carga para la sociedad sin 

sentido de vida ni valor.  
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Coca (2020) indica que este modelo es en donde se concebía que las 

razones de la discapacidad se originaban de los dioses, y les restaban 

valor e importancia a las personas con discapacidad al verse como 

personas sin utilidad e improductivas. 

Y es de ese modo “que se migró el modelo de la prescindencia al 

modelo médico o de la rehabilitación, mismo que aún hoy sigue 

presente en muchos estados” (Ruiz, 2020, p. 16).  

Varsi y Torres (2019) afirman: 

En este modelo, ya no se ve a la persona con discapacidad como 

algo de lo que debe prescindirse, sino como personas que deben 

volver a formar parte de la sociedad mediante un proceso de 

rehabilitación o readaptación. Es este modelo el que interpreta que 

las personas con discapacidad requieren de la sustitución en la 

toma de sus decisiones, toda vez que suponía una disminución o 

ausencia de su capacidad (p. 203). 

Las características que este modelo rehabilitador presenta son, para 

Coca (2020), en primer lugar, que las causas que configuran la 

discapacidad, distintamente del modelo de prescindencia, son 

científicas y médicas, se deja de lado la explicación divina y se abre 

paso a la medicina, ya no se concibe a la discapacidad como castigo 

divino, sino como una enfermedad. 

En segundo lugar, tenemos a la siguiente característica: se reconoce 

que las personas con discapacidad pueden aportar en algo a la 

sociedad, pero siempre y cuando sean rehabilitadas para que se 

adapten a las demás personas, que sí eran consideradas capaces, 

presentándose entonces el “proceso de normalización” para obtener 

por parte de la sociedad un valor como personas y como ciudadanas y 

ciudadanos (Coca, 2020, p. 5). 

En ese sentido, señala Coca (2020) que “en el modelo rehabilitador, las 

causas de la discapacidad eran de tipo médico y las personas con esta 
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condición podrían aportar a la sociedad en la medida en que se 

rehabiliten, traten o normalicen” (p. 5). 

Palacios citado en Ruiz (2020) señala que el propósito que posee el 

modelo médico es darle una “cura” a la discapacidad de la persona, y 

poder alterar la conducta de la misma para que pueda ser reinsertado 

en la comunidad logrando esconder o camuflar la discapacidad en la 

medida de lo posible. Si bien su finalidad, a simple vista, tiene buenas 

intenciones, es entendible y comprensible el porqué ha sido duramente 

criticado.  

Se añade también que, en el modelo médico, resalta el tratamiento que 

se le da a las personas discapacitada, puesto que este se encuentra 

orientado a su mejoría, o en su defecto, a una idónea y correcta 

adaptación para su mayor desarrollo personal, profesional y social 

(Ruiz, 2020). 

Ruiz (2020) manifiesta que, en España, llevándose a cabo la Ponencia 

“Discriminación y grupos en situación de vulnerabilidad: género y 

discapacidad”, la cual tuvo como finalidad analizar las implicancias de 

modificar el paradigma que la Convención Internacional sobre los 

Derechos de las Personas con Discapacidad brinda referente a la 

capacidad jurídica para que se posible realizar la modificación del 

“modelo de sustitución de la voluntad al modelo de apoyo en la toma 

de decisiones, con lo cual pretendía diferenciar los principios que 

inspiraban cada sistema” (pp. 17-18).  

De ese modo, Ruiz (2020) expone que dicha ponencia mencionada, 

concluyó en que, así como operan los sistemas de sustitución, y en los 

sistemas de apoyo se seguirá optando por tener la asistencia de una 

tercera persona cuando el individuo con alguna discapacidad desee 

manifestar su voluntad para la celebración de sus actos jurídicos. Sin 

embargo, es preciso recalcar que ya no será un reemplazo de la 

voluntad del individuo, sino mas bien una asistencia para que exprese 

su voluntad libremente (p. 18).  

Varsi y Torres (2019) citan: 
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Este modelo es el que corresponde a la Convención y explica a la 

discapacidad como el estado de una persona con deficiencias 

físicas, sensoriales, intelectuales o mentales, pero que es la propia 

sociedad la que, por su propia estructura, crea barrearas para su 

desarrollo (p. 203).  

En esa línea, el propósito de este modelo es suprimir todas las barreras 

e impedimentos jurídicos y sociales, para que, como afirman Varsi y 

Torres (2019) “la persona con discapacidad pueda desenvolverse 

según sus funcionalidades especiales, teniendo como centro y eje los 

valores vida humana y dignidad” (p. 203).  

Asimismo, el autor Coca (2020) afirma que el modelo social es el 

modelo que reconoce que las discapacidades físicas, mentales, 

intelectuales y sensoriales del individuo junto con los obstáculos 

jurídicos y sociales, causa una fuerte discriminación para estas 

personas y le imposibilitan ejercer algunos derechos de los cuales son 

titulares.  

Este sistema social, según Ruiz (2020) “tiene orígenes también en el 

Reino Unido debido a una iniciativa de un grupo de personas que 

padecían alguna capacidad y que se reunieron en el Social Disability 

Movement” (p. 18).  

Minkowitz citado en Ruiz (2020) indica que el modelo social se 

concentra en los impedimentos económicos, sociales y culturales que 

las personas con discapacidad encuentran a lo largo de su vida.  

Estas barreras se presentan de forma más continua, en el sector 

educación, comunicación, transporte, diseño de viviendas, estructura 

de lugares públicos y privados que no permiten que estas personas se 

desarrollen y transiten libremente (Ruiz, 2020).  

Ruiz (2020) de esto señala que, en ese sentido, las personas que 

nominan “discapacitados” lo son a causa de las restricciones y barreras 

que la sociedad en la que viven les ha puesto. Estas limitaciones y 
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obstáculos les impiden desarrollarse libremente y satisfacer sus 

necesidades en el transcurso de su vida cotidiana.   

Por ello, tal como lo señala Ruiz (2020): “lo que conocemos por 

deficiencia o diversidad funcional está referido a los caracteres de la 

misma persona que se producen por un funcionamiento de su propia 

anatomía diferente al del número mayoritario de personas” (pp. 19-20). 

Asimismo, para Ruiz (2020): “la discapacidad se compone 

exclusivamente de factores sociales que terminan imponiendo, 

limitando o impidiendo que las personas con esa diversidad funcional 

puedan vivir realmente una vida en sociedad” (p. 20). 

Después de ser expuestas las tres teorías antes desarrolladas, es 

preciso señalar que dos de estos modelos fueron en su época de 

surgimiento y aún ahora, fuentes y referencias de leyes y normas que 

se dictan alrededor del mundo en cuanto a derechos de personas 

discapacitadas, estos modelos son el médico y el social (Ruiz, 2020). 

Ruiz (2020) menciona que alrededor de los años 90, la OMS indicaba 

que la discapacidad es toda aquella restricción o pérdida de la 

capacidad para ejecutar alguna actividad de la vida cotidiana. 

Asimismo, agrega que, luego en el año 2001, la OMS explicaba que la 

discapacidad no era sino el producto de la interacción que se daba 

entre alguien que poseía alguna clase de disminución de sus 

capacidades o alguna barrera medioambiental que pueda afectar la 

relación social (Ruiz, 2020, p. 20). 

Bolaños (2010) señala que la discapacidad se encuentra en el propio 

mundo, en la comunidad y en sus impedimentos que imposibilitan que 

las personas con algún tipo de discapacidad se puedan involucrar 

activamente, en igualdad de condiciones y oportunidades.  

 

 

 



24 
 

La situación de las personas con discapacidad 

Martocci y Zelasqui (2021) mencionan: 

Según el artículo 1º de la CDPCD “Las personas con discapacidad 

incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, 

intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con 

diversas barreras, pueden impedir su participación plena y efectiva 

en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás” (p. 86).  

Respecto a las personas con deficiencias mentales, Varsi y Torres 

(2019) habla sobre el retraso mental: “El concepto de retraso mental 

reviste una importancia en nuestro sistema legal. La relación de la 

válida manifestación de la voluntad y el discernimiento ha sido muy 

estrecha” (p. 203). 

De esa forma, se tiene que antiguamente se concebía a la persona que 

padecía de retraso mental como aquellas personas que debido a que 

no podían manifestar su libre voluntad, y por tanto eran considerados 

incapaces relativos (Varsi y Torres, 2019).  

La Asociación Americana sobre Retraso Mental, en el año 2002 esbozó 

una definición sobre el mismo, estableciendo que es una discapacidad 

que se distingue por las limitaciones significativas que tiene la persona 

en cuanto a su funcionamiento intelectual y su adaptación en la 

sociedad en la que se desarrolla, esto incluye las aptitudes prácticas, 

sociales y conceptuales (Varsi y Torres, 2019).  

Es preciso hacer hincapié en que, tal como señalan Varsi y Torres 

(2019) “el retraso mental no es una característica del individuo, ni un 

trastorno médico o mental. Es un estado concreto de funcionamiento 

que comienza en la infancia, es multidimensional y está afectado 

positivamente por apoyos individualizados” (p. 203).  

Un gran problema que surge al hablar de personas con discapacidad 

es que, tal como señalan Quinn y Degener citados en Gonzáles (2010) 

el Sistema de DDHH ha sido aplicado de forma distinta a las personas 

con discapacidad que al resto de sujetos de derechos, esto ya que 
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estas personas con discapacidad han sido consideradas invisibles en 

sus comunidades a través de la historia, y producto de esta actitud de 

la sociedad estas personas fueron segregadas de las actividades 

diarias y cotidianas (p. 30).  

Es así que, formula Gonzáles (2010) que las distinciones de la 

discapacidad han sido vistas como excusas para la exclusión, y gracias 

a esta invisibilidad, las personas con discapacidad se han visto 

marginadas de las actividades diarias dentro de la sociedad en la que 

se desarrollan, esto también se percibió en el derecho, debido a la 

marginación por falta de protección legal y normativa idónea que logre 

garantizar sus derechos (p. 30).  

Entre las diferencias de las que habla el autor, puede precisarse la 

siguiente, según Gonzáles (2010) el derecho a la vida ha sido 

violentado mediante la realización de abortos frente a casos donde el 

no nato padecía de alguna discapacidad, asimismo, las personas con 

discapacidad han sido aisladas y separadas de las actividades diarias 

debido a las barreras en transporte, comunicación, entre otros, que no 

permiten la interacción social idónea (p. 30).  

Asimismo, también otros derechos vulnerados son los derechos 

familiares, puesto que se les niega el derecho de adoptar si así lo 

quisiesen, también se les priva de voz y voto en procesos 

democráticos, lo cual produce que las personas con discapacidad no 

sean participantes activos de las políticas estatales, las cuales 

frecuentemente los afecta de forma significativa y los segrega mediante 

normativas ineficientes y discriminatorias (Gonzáles, 2010, p. 30).  

Además, el mismo autor, Gonzáles (2010) refiere las personas con 

discapacidad también forman parte de un grupo vulnerable, igual que 

las mujeres y niños, puesto que con mucha frecuencia son víctimas de 

discriminación. 

Muchas veces hasta se han creado normativas que atentan contra 

personas con discapacidad, como la institucionalización involuntaria y 

la esterilización. 
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Martocci y Zelasqui (2021) señala que: 

El objeto o propósito de la CDPCD no es otro que “promover, 

proteger y asegurar el goce pleno   y   en   condiciones   de   igualdad   

de   todos   los   derechos humanos   y   libertades fundamentales 

por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de 

su dignidad inherente” (p. 85). 

Esto no quiere decir otra cosa que: 

Esto demuestra que no se ha pretendido crear nuevos derechos 

para las PCD, sino que simplemente, y de manera explícita a través 

de su Preámbulo, la finalidad fue acoplar las leyes de los tratados 

en materia de DDHH al contexto de la discapacidad, y garantizar la 

tutela y el respeto del principio de no discriminación, para que 

puedan ser ejercidos en igualdad de condiciones por las PCD. No   

obstante, los postulados de igualdad y no discriminación son 

frecuentemente dejados de lado en el contexto de la discapacidad 

(p. 85).  

Villareal (2014) refiere que la personalidad jurídica es un derecho 

tutelado y protegido por diferentes instrumentos, tanto a nivel 

internacional como a nivel nacional en materia de DDHH, 

principalmente el PIDCP, específicamente su artículo 16°, que según 

la doctrina es un modelo basado en el artículo 12° inciso 1 de la CDPD 

por las similitudes que presenta en su texto.  

Asimismo, afirma Villareal (2014): 

Si bien es cierto que el artículo 16° del PIDCP cita que “todo ser 

humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 

personalidad jurídica”; el artículo 12° inciso 1 de la CDPD tipifica 

que “los Estados Partes reafirman que las personas con 

discapacidad tienen derecho en todas partes al reconocimiento de 

su personalidad jurídica” (p. 22). 
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Situación de las personas con discapacidad en el Perú 

En nuestro país, en palabras de Bolaños (2016) afirma que “más del 

5% de la población total en el Perú son personas con discapacidad que 

deben enfrentar constantemente no sólo las barreras arquitectónicas 

que existen, sino también las barreras en el campo legislativo” (p. 1).  

Estas barreras perpetúan y prolongan la segregación y marginación de 

las personas con algún tipo de discapacidad.  

Si queremos hablar en cifras más exactas, señala Bolaños (2016) 

afirma que, en nuestro país, encontramos 1 575 402 personas con 

discapacidad, y estas se ven siempre impedidas de desarrollarse 

libremente gracias a las limitaciones y restricciones permanentes que 

se les establecen, tanto por parte de la sociedad como del Estado, en 

torno al ejercicio libre de sus derechos. Y esto incluye el derecho a la 

capacidad jurídica.  

Tal como indica Bolaños (2016): “La capacidad jurídica es un derecho 

inherente reconocido a todas las personas, incluidas las personas con 

discapacidad. Al respecto, el Tribunal Constitucional del Perú ha 

establecido que este derecho se manifiesta en dos planos” (p. 3).  

Según el TC, estas 2 esferas comprenden a, en concordancia con 

Bolaños (2016): “a) capacidad de goce, entendida como la facultad o 

atributo de la persona para ser sujeto de derechos y obligaciones (...); 

y, b) capacidad de ejercicio, entendida como la facultad de atributo 

personal que permite producir por propia voluntad” (p. 3), la 

manifestación de voluntad valida los actos jurídicos generando efectos 

jurídicos.  

En ese sentido, señala Fernández citado en Bolaños (2016) que “cabría 

pues hablar en relación con la capacidad goce, del poder de titularidad 

y, respecto a la capacidad de obrar, del poder de ejercicio” (p. 3).  

Sin embargo, precisa Bolaños (2016) que el CDPD de las Naciones 

Unidas establece que para que pueda cumplirse el derecho a la 

capacidad jurídica, como ya se había desarrollado anteriormente, 
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deberá reconocerse los dos planos de esta capacidad, y no podrán ser 

separadas, por tanto, no se puede disociar la capacidad de goce de la 

capacidad de ejercicio.  

Y se pronuncian sobre la capacidad de ejercicio, indicando que 

usualmente se les priva este derecho o se les reduce significativamente 

a las personas con discapacidad, esto puede observarse en casos tan 

cotidianos como la compra venta de bienes, donde las personas con 

discapacidad son cuestionadas (Bolaños, 2016). 

Nuestro Código Civil, en concordancia con Coca (2020) señala que “en 

materia de capacidad se ha inspirado en la CDPD, que además sirvió 

de fuente a la Ley 29973, LGPD y su Reglamento (RDPD), Ley 29392” 

(p. 4). 

En esa línea, el artículo 2 de la LGPD, se tiene que una persona con 

discapacidad es aquella: 

“Que tiene una o más deficiencias físicas, sensoriales, mentales o 

intelectuales de carácter permanente que, al interactuar con 

diversas barreras actitudinales y del entorno, no ejerza o pueda 

verse impedida en el ejercicio de sus derechos y su inclusión plena 

y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones que las 

demás”. 

En nuestro país, tenemos que, tal como señala Bolaños (2016): 

En el Perú se derogó, mediante Ley N° 299734 promulgada en 

2012 (“Ley General de la Persona con Discapacidad”), el numeral 

3 del artículo 43 del Código Civil el cual disponía que: “son 

absolutamente incapaces los sordomudos, los ciegosordos y los 

ciegomudos que no pueden expresar su voluntad de manera 

indubitable”. Esto configuraba un progreso relevante para el 

reconocimiento de la capacidad jurídica en personas que poseían 

algún tipo de discapacidad (p. 3). 
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Pese a esto, en esos tiempos, el CC peruano, manifiesta Bolaños 

(2016): 

(…) suprime la capacidad jurídica a otros sujetos presumiéndolos 

“incapaces”. Así, encontramos que el inciso 2 del artículo 43 

sostiene que “son absolutamente incapaces los que por cualquier 

causa se encuentren privados de discernimiento” y los incisos 2 y 

3 del artículo 44 establecen respectivamente que “son 

relativamente incapaces los retardados mentales y los que 

adolecen de deterioro mental que les impide expresar su libre 

voluntad” (p. 4).  

Sin embargo, esta normativa, en concordancia con Bolaños (2016) 

“vulnera el principio de presunción de la capacidad de las personas con 

discapacidad al asumir que una persona que se encuentre dentro de 

los supuestos previstos por la norma, de por sí, carece de capacidad 

jurídica” (p. 4). 

Por ese motivo, Bolaños (2016) afirma que considerando que el CDPD 

sugirió al Estado de Perú a derogar la práctica de la figura jurídica de 

la interdicción judicial y reexaminar las leyes que normal sobre la tutela 

y curatela, con la finalidad de proteger su total aquiescencia con el 

artículo 12 de la CDPD (p. 5). 

Esto quiere decir que, el Comité sugirió “modificar el Código Civil para 

cambiar el modelo de sustitución en la toma de decisiones por uno de 

apoyo o asistencia a las personas con discapacidad en esa toma de 

decisiones” (p. 5).  

Es así que, mediante la última reforma de nuestro Código Civil, precisa 

Varsi citado en Coca (2020) que después de promulgar el Decreto 

Legislativo 1384, ya no se optó por el tratamiento paternalista que tenía 

el Estado para las personas con discapacidad, y se pasó a una visión 

y tratamiento igualitario con las demás personas en cuanto a la 

normativa jurídica. 
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Es así como Coca (2020) afirma que esto posibilitó al ordenamiento 

peruano a acercarse “a las directrices de las Naciones Unidas, lo que 

implica el respeto a los derechos humanos de todos los ciudadanos, 

especialmente en cuanto a su dignidad, autonomía e igualdad ante la 

ley” (p. 2).  

Registro de capacidad en el derecho comparado 

Después de un proceso evolutivo, en el país de Argentina, surgió el 

nuevo Código Civil y Comercial de la Nación Argentina (CCyC), el cual, 

en palabras de Hess (2018) en torno al tema de capacidad jurídica se 

logró sistematizar la legislación, dejando de lado la dispersión de la cual 

era partícipe el mismo Código Civil, y las demás normas y leyes 

Dentro de la legislación complementario, el autor Hess (2018) cita a “los 

Tratados Internacionales y la jurisprudencia que se abría camino para 

permitir que con todas esas fuentes se perfilara un nuevo sistema 

tuitivo de la capacidad de las personas” (p. 2); personas que producto 

de deficiencias mentales se le imponía restricciones a su derecho de 

capacidad de ejercicio. 

Respecto a este tema, la normativa argentina, según Hess (2018), 

antes la decisión se tomaba de forma más automática y de modo casi 

objetivo, se concebía al individuo como capaz o incapaz absoluto, el 

primero estaba posibilitado a hacer uso del pleno ejercicio de todos sus 

derechos y libertados y al segundo, por el contrario, correspondía 

asignarle un representante, quien se encargaba de “suplir” su voluntad 

y tomaba las decisiones por la persona “incapaz”. 

Antes de la nueva legislación, tal como señala Hess (2018): “En ese 

sistema, sólo aparecían ciertos grises con los débiles mentales que 

junto a los pródigos, los ebrios y toxicómanos habituales podían ser 

inhabilitados, requiriendo un asistente para sus actos de disposición 

(art. 152 bis C.C)” (p. 3). 
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En Argentina, mediante Decreto Ley, el Registro del Estado Civil y 

Capacidad de las Personas, donde se señala en su artículo 1°: 

“Artículo 1.- Todos los actos y hechos que den origen, alteren o 

modifiquen el estado civil y la capacidad de las personas deberán 

inscribirse en los correspondientes registros de las provincias y de 

la Nación”. 

En Argentina, tal como señala Hess (2018) que publicitar la sentencia 

con su inscripción en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las 

personas, asegura un contexto de protección y tutela de la seguridad 

jurídica, con el fin de evitar casos como el tráfico comercial.  

Pese a esto, Hess (2018) precisa que la totalidad de juristas conocían 

que, si bien se tutelaba y protegía la seguridad jurídica, se vulneraba la 

justicia, la equidad y la dignidad del ser humano, puesto que, para el 

autor, en la confrontación de estos dos principios, se debe velar por el 

más relevante, en pro del bien común y de los derechos de las 

personas.  

El CCyC argentino, en cuanto al tema de capacidad “ha establecido 

ciertos principios generales. Luego, el art. 32 del CCyC establece los 

presupuestos necesarios para restringir la capacidad de las personas, 

y la situación muy excepcional en que se los puede incapacitar” (Hess, 

2018, p. 6). 

El artículo 31° del CCyC argentino señala dentro de las reglas 

generales las siguientes: 

“a) la capacidad general de ejercicio de la persona humana se 

presume, aun cuando se encuentre internada en un 

establecimiento asistencial; b) las limitaciones a la capacidad son 

de carácter excepcional y se imponen siempre en beneficio de la 

persona; c) la intervención estatal tiene siempre carácter 

interdisciplinario, tanto en el tratamiento como en el proceso 

judicial; d) la persona tiene derecho a recibir información a través 
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de medios y tecnologías adecuadas para su comprensión; e) la 

persona tiene derecho a participar en el proceso judicial con 

asistencia letrada, que debe ser proporcionada por el Estado si 

carece de medios; f) deben priorizarse las alternativas terapéuticas 

menos restrictivas de los derechos y libertades” (Código Civil y 

Comercial de la Nación, 2014, p. 9). 

Asimismo, señala quienes serían los facultados a solicitar declaración 

de incapacidad o capacidad restringida: 

“Artículo 33. Legitimados Están legitimados para solicitar la 

declaración de incapacidad y de capacidad restringida: a) el propio 

interesado; b) el cónyuge no separado de hecho y el conviviente 

mientras la convivencia no haya cesado; c) los parientes dentro del 

cuarto grado; si fueran por afinidad, dentro del segundo grado; d) 

el Ministerio Público” (Código Civil y Comercial de la Nación, 2014, 

p. 10). 

Del mismo modo, regula: 

“Artículo 34. Medidas cautelares Durante el proceso, el juez debe 

ordenar las medidas necesarias para garantizar los derechos 

personales y patrimoniales de la persona. En tal caso, la decisión 

debe determinar qué actos requieren la asistencia de uno o varios 

apoyos, y cuáles la representación de un curador. También puede 

designar redes de apoyo y personas que actúen con funciones 

específicas según el caso” (Código Civil y Comercial de la Nación, 

2014, p. 10). 

Respecto a la inscripción en el registro, el CCyC tipifica en su artículo 

39° que: “La sentencia debe ser inscripta en el Registro de Estado Civil 

y Capacidad de las Personas y se debe dejar constancia al margen del 

acta de nacimiento” (Código Civil y Comercial de la Nación, 2014, p. 

10).  
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Haciendo hincapié en que los efectos de dicho registro producirán sus 

efectos a partir de la fecha del mismo y al momento en que cese dicha 

restricción, se deberá cancelar la acción registral de modo inmediato. 

Hess (2018) indica que en el nuevo código: “La capacidad general de 

ejercicio de la persona humana se presume (aun cuando estuviera 

internada en un Centro Psiquiátrico), siguiendo el art. 152 ter CC” (p. 

6). 

Asimismo, también se tiene que “Las limitaciones a la capacidad son 

de carácter excepcional y se imponen siempre en beneficio de la 

persona” (Hess, 2018, p. 6). 

Del mismo modo, añade Hess (2018) que “la intervención estatal tiene 

siempre carácter interdisciplinario, tanto en el tratamiento que se 

aplique como en el proceso. Se rompe así con el criterio médico o 

médico/jurídico que imperaba” (pp. 6-7).  

Entonces, lo mencionado posibilita observar cuales son los actos 

jurídicos que puede llevar a cabo, esto en base a los diagnósticos de 

profesionales como psicólogos, asistentes sociales, doctores, quienes 

colaboraran activamente con el juez competente para poder establecer 

correctamente cuales serían las limitaciones a imponer en los casos 

concretos de personas con discapacidad (Hess, 2018). 

Otro presupuesto que aparece en el artículo 32 del nuevo código, 

refiere Hess (2018): “Derecho de la persona a recibir información a 

través de medios y técnicas adecuadas para su comprensión, 

intentando así borrar las barreras que impidan el ejercicio de sus 

propios derechos o la comprensión de su particular situación” (p. 7).  

Respecto a los supuestos de excepción, o restricción de la capacidad, 

señala Hess (2018) “requerirán que la persona padezca una adicción o 

alteración mental permanente o prolongada de suficiente gravedad, y 

presumir que si ejerciera la plena capacidad podría resultar un daño a 

la persona o a sus bienes” (p. 9).  
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Hess (2018) también indica que “con el agregado de las adicciones, se 

regula en forma conjunta la situación que antes estaba limitada a los 

inhabilitados, pues la graduación y flexibilización de las medidas que 

se pueden tomar” (p. 9). Esto posibilita considerar de forma idónea y 

completa a las personas que necesitan de protecciones legales debido 

a su condición. 

Sin embargo, señala Hess (2018) que aún con los supuestos 

presentados, el Código Civil no suple la voluntad de la persona con 

discapacidad, sino que, distinto a ello, el juez competente le asigna 

persona o personas de apoyo que le ayudará a manifestar idóneamente 

su libre voluntad.  

Hess (2018) menciona que estos apoyos “deberán promover la 

autonomía y favorecer las decisiones que respondan a las preferencias 

de la persona protegida” (p. 9). 

Puesto que, dentro de sus funciones “además de la protección de la 

persona con capacidad restringida, deberá propender a que recupere 

la plena capacidad, o al menos que sus decisiones cuenten con la 

conformidad –cuando ello sea posible- del sujeto de protección” (Hess, 

2018, p. 9).  

Por tanto, se tiene que “la incapacidad queda reservada solo a 

supuestos de extrema gravedad, en que la persona se encuentre 

absolutamente imposibilitada de interactuar con su entorno y expresar 

su voluntad por cualquier modo, medio o formato” (Hess, 2018, p. 9).  

En esa misma línea, afirma Hess (2018) afirma que la persona para 

que sea considerada como incapaz no debe observársele ningún signo 

que indique que tiene conciencia de sí mismo y del ambiente que lo 

rodea, por lo que se encuentra impedido de cualquier interacción y 

reacción a estímulos exteriores.  

Aunque esta consideración, ha sido duramente criticada por la doctrina, 

menciona Hess (2018) que “lo cierto es que hay supuestos de la 

gravedad indicada, que hacen inviables los sistemas de apoyos, y 
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requieren sustituir la voluntad que verdaderamente se encuentra 

ausente” (p. 9). 

La publicidad de este registro resulta de gran relevancia para la 

celebración de distintos actos jurídicos, entiendo a esta publicidad 

como: “la exteriorización o divulgación de una situación jurídica para 

producir cognoscibilidad general o posibilidad de conocer” (Manzano, 

2011, p. 52).  

Esta publicidad se ve justificada por ser un “medio eficaz para 

garantizar certeza jurídica, por ello se protege y garantiza la validez del 

contenido de su constitución, vigencia, afectación, modificación, 

extensión y extinción de ciertos derechos” (Valera, 2019, p. 15). 

Por su parte, Garate (2017) señala que las sentencias de restricción en 

su totalidad deben ser inscritas en el Registro del Estado Civil y 

Capacidad de las Personas, esta inscripción deberá incluir una 

anotación para que esta condición sea conocida por terceros que estén 

interesados en celebrar contratos o participar de actos jurídicos con 

estas personas.  

La validez de esta inscripción tendrá validez, así como señala Garate 

(2017) para “quien pretenda oponerla, a los terceros que pretendan 

hacer efectiviza una obligación, pudiendo lograr en estos casos la 

declaración de nulidad” (p. 173). 
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III. METODOLOGÍA 

3.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 

El tipo de investigación del presente trabajo será cualitativa. 

3.2. DISEÑO DE INVESTIGACIÓN 

La investigación se realizaremos en torno a la valoración de la 

naturaleza de sus datos será cualitativa, con campo de estudio 

descriptivo – explicativo puesto que además de determinar las lesiones 

ocasionadas por imprudencia o negligencia profesional y su falta de 

tratamiento en la legislación peruana, no solamente trataré el desarrollo 

de las bases teóricas y normativas; sino que realice un análisis y 

discusión de la doctrina en cuanto las lesiones culposas, imprudencia 

y negligencia profesional, y según la manipulación de variables la 

investigación será no experimental, puesto que las variables no serán 

controladas, y el análisis del fenómeno se basara en la observación de 

la normativa actual entorno a la necesaria incorporación de un Registro 

de Capacidad en el Registro Civil - RENIEC, deduciendo con esto la 

contratación de la hipótesis presentada con los resultados que la 

presente investigación a tratar será teórica – empírica. 

3.3. CATEGORÍAS, SUBCATEGORÍAS Y MATRIZ DE 

CATEGORIZACIÓN (MATRIZ DE CONSISTENCIA) 
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OBJETIVOS CATEGORÍA SUBCATEGORÍA 
PREGUNTA 

ORIENTADORA 
FUENTES TÉCNICAS 

Objetivo general: 

- Determinar la necesaria 

incorporación de un Registro de 

Capacidad en el Registro Civil - 

RENIEC. 

Objetivos específicos: 

- Estudiar la capacidad 

jurídica de la persona humana. 

- Analizar la valoración de la 

capacidad jurídica en la normativa 

peruana. 

- Analizar el registro de 

capacidad en el derecho 

comparado. 

- Proponer mediante un 

proyecto Ley la incorporación de 

un registro de capacidad en la 

legislación peruana. 

La capacidad 

civil.  

- Definición 

- Características  

- Normativa 

nacional 

- Normativa 

internacional 

¿Resulta necesario 

incorporación de un 

Registro de Capacidad en 

el Registro Civil - 

RENIEC? 

- Jueces - Encuestas  

- Fiscales - Encuestas 

Registro de 

capacidad 

civil. 

- Definición 

- Fundamento 

jurídico 

- Normativa 

internacional 

- Normativa 

nacional 

- 

Abogados 
- Encuestas 
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3.4. ESCENARIO DE ESTUDIO 

Esta investigación versa entorno a la necesaria incorporación de un 

Registro de Capacidad en el Registro Civil - RENIEC, en ese sentido, 

se optó por delimitar geográficamente el estudio dentro del territorio 

nacional. 

3.5. PARTICIPANTES 

Se consideró la participación de veinte especialistas en la materia para 

seleccionarlos como participantes de este trabajo de investigación, 

siendo todos abogados especialistas en la materia, 8 de ellos Jueces, 

4 fiscales y 8 abogados litigantes con un promedio de 10 años de 

experiencia. 

3.6. TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE RECOLECCIÓN DE 

DATOS  

La técnica que se usó en el presente estudio es la encuesta y el 

instrumento un cuestionario, que tiene el propósito de conocer el 

conocimiento que se tiene sobre la capacidad jurídica de la persona, 

así como la valoración normativa de la misma y del registro de 

capacidad en el derecho comparado, a efectos de proponer mediante 

proyecto Ley la incorporación de un registro de capacidad en la 

legislación peruana. Este instrumento puede aplicarse en forma remota 

e individual, con una duración de 15 a 20 minutos. 

3.7. PROCEDIMIENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS E 

INFORMACIONES 

Se buscó información que resulte fundamental para el desarrollo del 

estudio, mediante los diferentes artículos y trabajos publicados en la 

gran variedad de bases de datos, centralmente en el Repositorio 

Institucional de la Universidad César Vallejo. Se centró principalmente 

en investigaciones e informes académicos cuyo tema principal sea la 

capacidad jurídica de personas con discapacidad y el Registro de 

Capacidad. Además, se aplicó a los participantes una encuesta sobre 
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el tema en cuestión, con el propósito de obtener suficiente información 

para determinar la necesaria incorporación de un Registro de 

Capacidad en el Registro Civil – RENIEC. 

3.8. RIGOR CIENTÍFICO 

Como aspectos éticos se trabajó con la Resolución de Consejo 

Universitario N° 0262-2020 de la Universidad César Vallejo que regula 

el Código de Ética, donde afirma que para el desarrollo de una 

investigación científica se deben considerar ciertas normas y aspectos 

que determinen una buena práctica y garanticen los principios éticos 

tanto del investigador como de los participantes durante la aplicación 

del instrumento validado, el procesamiento de datos, la interpretación 

de los resultados y la publicación del estudio. 

En este sentido se respetó a la autonomía y anonimato de los directivos 

que forman parte de la investigación, así como a los autores que 

aportan al desarrollo del presente trabajo, siendo citados 

adecuadamente con la Norma APA en su versión 7ma. 

 

  



40 
 

IV. ANÁLISIS Y DISCUSIÓN DE RESULTADOS 

El análisis y discusión de resultados se llevará a cabo en base al 

enfoque cualitativo – cuantitativo, con principal estudio del contenido 

de la doctrina contemporánea nacional sobre a la necesaria 

incorporación de un Registro de Capacidad en el Registro Civil - 

RENIEC; por ello es que se ha estudiado y analizado información 

referente a la problemática de estudio. 

Se ha realizado una encuesta teniendo como base las preguntas 

siguientes: 

1. ¿Sabe usted sobre capacidad jurídica de la persona humana? 

2. ¿Conoce usted sobre valoración de la capacidad jurídica en 

la normativa peruana? 

3. ¿Tiene conocimiento acerca del registro de capacidad en el 

derecho comparado? 

4. ¿Cree usted que resulta necesario proponer mediante un 

proyecto Ley la incorporación de un registro de capacidad en 

la legislación peruana? 

Los resultados obtenidos como respuestas a estos cuestionamientos 

son las siguientes, que fueron expuestos mediante gráficos: 
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GRAFICO 01 

 

 

 

De los encuestados, 18 personas manifiestan que conocen acerca de la 

capacidad jurídica de la persona; mientras que, 2 de los encuestados 

manifiestan que desconocen sobre este elemento básico del derecho 

privado.  

  

18

2

1. ¿Sabe usted sobre capacidad jurídica de la persona 
humana? 

SI NO
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GRÁFICO 02 

 

 

 

De los encuestados, 15 indican que sí conocen sobre la valoración de la 

capacidad jurídica en la normativa peruana, mientras que las 5 personas 

restantes desconocen sobre esta valoración.  

  

15

5

2. ¿Conoce usted sobre valoración de la capacidad jurídica 
en la normativa peruana?

SI NO



43 
 

GRÁFICO 03 

 

 

 

De los encuestados, 16 personas han manifestado que sí tienen 

conocimiento del registro de capacidad en el derecho comparado. Por el 

contrario, 4 de los entrevistados manifiestan desconocer sobre el registro de 

capacidad en el derecho comparado. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

16

4

4

3. ¿Tiene conocimiento acerca del registro de capacidad 
en el derecho comparado?

SI NO
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GRÁFICO 04 

 

 

 

Del total de encuestados, 16 personas han manifestado que sí resulta 

necesario proponer mediante un proyecto ley la incorporación de un registro 

de capacidad en la legislación peruana, con la finalidad de evitar cualquier 

tipo de defraudación en contra de personas que cuentan con algún tipo de 

discapacidad que le impida manifestar su voluntad; mientras que, las otras 4 

personas han señalado que no resulta necesario regular dicha incorporación. 

 

 

 

 

 

 

 

 

16

4

4

4. ¿Cree usted que resulta necesario proponer mediante 
un proyecto Ley la incorporación de un registro de 

capacidad en la legislación peruana?

SI NO
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V. CONCLUSIONES 

Habiendo analizado los alcances de la capacidad jurídica y el registro 

de capacidad en nuestro registro civil: 

Primero, se concluye que la capacidad jurídica puede ser entendida 

como un derecho inherente que se les reconoce a las personas, sin 

distinción, la misma presenta dos planos: la capacidad de goce y de 

ejercicio. La primera alude a la facultad del individuo para ser un sujeto 

de derechos y deberes, mientras que la segunda, es concebida como 

el atributo innato personal que posibilita mediante la manifestación de 

voluntad, efectos jurídicos, siendo responsable de las consecuencias 

jurídicas de los mismos.  

Segundo, respecto a la valoración de la capacidad jurídica en la 

normativa peruana, el Código Civil Peruano manifiesta en su artículo 

42° que toda persona que tenga más de 18 años posee plena 

capacidad de ejercicio, asimismo, en el mismo compendio normativo, 

Enel artículo 43° y 44° se establecen los sujetos que son considerados 

absolutamente incapaces y los que poseen capacidad de ejercicio 

restringida respectivamente. 

Tercero, en cuanto al Registro de Capacidad en el derecho 

comparado, la publicidad de este registro posee gran importancia y es 

relevante y necesario para poder llevar a cabo celebraciones de actos 

jurídicos de todo tipo, todo en cuanto que este se presenta como una 

forma idónea y eficaz de garantizar certeza jurídica y seguridad 

jurídica para la validez de los actos jurídicos que se puedan concretar. 

Cuarto, de lo antes expuesto, se concluye en la necesidad de que se 

norme y se incorpore el registro de capacidad en el Registro Civil-

RENIEC, y así evitar cualquier tipo de defraudación en contra de 

personas que cuentan con algún tipo de discapacidad que le impida 

manifestar su voluntad.  

 



46 
 

VI. RECOMENDACIONES 

Se recomienda a los operadores de justicia, profesionales y 

estudiantes de derecho, así como a cualquier interesado en el tema, 

estudiar y analizar de forma más amplia la capacidad jurídica, la 

capacidad restringida y el registro de capacidad; con el propósito de 

poder determinar sus alcances y la necesidad de incorporar en la 

normativa peruana un registro de capacidad, donde puedan ser 

inscritas las capacidades restringidas de las personas. 

Se recomienda a los operadores de justicia, profesionales y 

estudiantes de derecho, así como a cualquier interesado en el tema, 

estudiar y analizar de forma más amplia el registro de capacidad en el 

Registro Civil – RENIEC, con el propósito de evitar cualquier tipo de 

defraudación en contra de personas que cuentan con algún tipo de 

discapacidad que le impida manifestar su voluntad. 

 

PROYECTO LEY 

FÓRMULA LEGAL 

LEY QUE INCORPORA EL REGISTRO DE CAPACIDAD EN EL 

REGISTRO NACIONAL DE IDENTIFICACIÓN Y ESTADO CIVIL   

 

Artículo 1. Objeto de la Ley 

La presente Ley tiene como objetivo incorporar en la legislación 

peruana un Registro de Capacidad en el Registro Nacional de 

Identificación y Estado Civil – RENIEC, con la finalidad de evitar 

cualquier tipo de defraudación en contra de personas que cuentan con 

algún tipo de discapacidad que le impida manifestar su voluntad. 
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Artículo 2. Registro de Capacidad 

Todos los actos y hechos que den origen, alteren o modifiquen el 

estado civil y la capacidad de las personas deberán inscribirse en los 

correspondientes registros de las provincias y de la Nación. 

La capacidad restringida debe ser inscrita en la RENIEC y se debe 

dejar constancia al margen del acta de nacimiento. Los actos 

mencionados producen efectos contra terceros a partir de la fecha de 

inscripción en el registro. Desaparecidas las restricciones, se procede 

a la inmediata cancelación registral.  

 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Actualmente, en el Perú, aún no se cuenta con un registro donde se 

puedan inscribir las incapacidades o capacidades restringidas de la 

persona humana, a efectos de evitar abusos en el ejercicio del 

derecho o la celebración de actos jurídicos que resulten ilícitos en su 

fondo a no contar con la manifestación de voluntad válida del sujeto, 

si este contase con alguna incapacidad jurídica o con capacidad 

restringida del ejercicio de su derecho. 

Por los motivos expuestos, el presente trabajo de investigación tiene 

por fin incorporar un registro de capacidad en el Registro Civil – 

RENIEC, a fin de no se comentan actos injustos en nombre de 

personas con algún tipo de discapacidad, que le impida manifestar su 

voluntad. 

Esta publicidad se ve justificada por ser un medio eficaz para 

garantizar certeza jurídica, por ello se protege y garantiza la validez 

del contenido de su constitución, vigencia, afectación, modificación, 

extensión y extinción de ciertos derechos.  

A efectos de motivar esta propuesta legislativa, se analizará la misma 

en base a las instituciones jurídicas y derechos que son parte de la 

problemática: 
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I. SOBRE LA CAPACIDAD JURÍDICA 

La capacidad jurídica es entendida como “uno de los elementos 

básicos del derecho privado de raíz romano-germánica” (Coca, 2020, 

p. 1). Asimismo, Bregaglio citado en Coca (2020) señala que en el 

derecho de la antigua roma se presentaba como una máxima la 

siguiente: “furiosi nulla voluntas est”, la cual refería que las personas 

con discapacidad mental no podían consentir de forma válida ningún 

contrato; sin embargo, estas limitantes no estuvieron establecidas 

solo para esas personas, ya que por mucho tiempo las mismas 

restricciones se aplicaban a mujeres, indígenas, afrodescendientes y 

pobres, los cuales lucharon por un reconocimiento de su capacidad 

jurídica igual al de todas las personas, sin distinción alguna.  

Tal como sostiene Fernández (2019) que algunas normativas y 

legislaciones concebían que la capacidad jurídica no solo consistía en 

la capacidad de goce, sino que para algunas también esta abarcaba 

a la capacidad de ejercicio. 

Osorio (2013) indica que la capacidad jurídica es un derecho 

fundamental, que además es progresivo y complejo, debido a su 

contenido y su regulación en el derecho Esta se vincula con la toma 

de decisiones de forma libre, sin limitaciones o restricciones. 

La capacidad jurídica resulta ser para Bolaños (2016) un derecho 

constitutivo, innato que se le reconoce a todos los individuos sin 

distinción, esto incluye a aquellos sujetos que posean algún tipo de 

discapacidad.  

El Tribunal Constitucional se ha pronunciado, estableciendo que 

existen dos planos de esta capacidad jurídica, en primer lugar, 

referido a la capacidad de goce, que es concebida como aquella 

facultad del ser humano para ser sujeto de derechos y deberes; y en 

segundo lugar tenemos a la capacidad de ejercicio, la cual es 

explicada como la facultad personalísima que posibilita a la persona 

a celebrar actos jurídicos por propia voluntad (Bolaños, 2016). 
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La capacidad para Varsi y Torres (2019) es “un atributo que tiene toda 

persona natural, mediante el cual el sujeto puede realizar actos que 

no estén prohibidos” (p. 200).  

Espinoza citado en Varsi y Torres (2019) también indica que “entiende 

a la capacidad que se expresa en dos estados: un estado estático que 

se manifiesta a través de la capacidad de goce. Y un estado dinámico 

que se manifiesta a través de la capacidad de ejercicio” (p. 200).  

Tal como indica Bolaños (2016): “La capacidad jurídica es un derecho 

inherente reconocido a todas las personas, incluidas las personas con 

discapacidad. Al respecto, el Tribunal Constitucional del Perú ha 

establecido que este derecho se manifiesta en dos planos” (p. 3).  

Según el TC, estas 2 esferas comprenden a, en concordancia con 

Bolaños (2016): “a) capacidad de goce, entendida como la facultad o 

atributo de la persona para ser sujeto de derechos y obligaciones (...); 

y, b) capacidad de ejercicio, entendida como la facultad de atributo 

personal que permite producir por propia voluntad” (p. 3),  

En ese sentido, señala Fernández citado en Bolaños (2016) que 

“cabría pues hablar en relación con la capacidad goce, del poder de 

titularidad y, respecto a la capacidad de obrar, del poder de ejercicio” 

(p. 3).  

De acuerdo a lo citado por el artículo 3° de nuestro Código Civil (CC), 

se tiene que: 

“Toda persona tiene capacidad jurídica para el goce y ejercicio de 

sus derechos. La capacidad de ejercicio solo puede ser 

restringida por ley. Las personas con discapacidad tienen 

capacidad de ejercicio en igualdad de condiciones en todos los 

aspectos de la vida”. 

En ese sentido, tal como señala Coca (2020): 

(…) hoy en día la regla es la extensión de la capacidad jurídica a 

la capacidad de goce y a la capacidad de ejercicio, de la cual son 
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titulares las personas con o sin discapacidad salvo los casos 

determinados por ley (p. 4). 

Varsi y Torres (2019) señala: “La capacidad de goce es el efecto del 

reconocimiento del Derecho de la existencia de condiciones por las 

que un ser es idóneo de tener intereses dignos de tutela” (p. 200). 

Por otro lado, sobre la capacidad de goce Fernández citado en 

Chavez (2021) indica que esta capacidad se encuentra íntimamente 

relacionado con lo intrínseco de la persona, es decir, con su esencia 

humana, ya que esta capacidad surge de su libertad como persona y 

se le reconoce su libre albedrío al momento de tomar decisiones, 

gracias a su capacidad de elegir voluntariamente de que actos quiere 

ser partícipes.  

El autor Varsi citado en Coca (2020) menciona que, de conformidad 

con la doctrina peruana, la capacidad de goce es reconocida por el 

derecho en base a las condiciones que posee la persona humana 

como ser idóneo poseedor de intereses dignos de tutela. 

Por lo tanto, es deber del Estado reconocer este derecho y protegerlo 

legalmente, como sujeto fuente de derechos, deberes, facultades y 

obligaciones. El que es plenamente capaz no tiene que recurrir a 

ninguna otra persona para acceder a sus derechos, los tiene per se 

(Coca, 2020). 

Respecto a la capacidad de goce, Venosa citado en Chavez (2021) 

señala que es aquella potestad o facultad que tiene la persona para 

que le sean reconocidos derechos y deberes como titular de los 

demás, también refiriéndonos a la subjetividad que se le atribuye a la 

capacidad de goce cuando la persona se convierte en titular, se le 

confiere la facultas agendi. 

Y por tanto esta capacidad no puede tener ninguna restricción, 

solamente la capacidad de ejercicio puede ser sujeta a limitaciones 

en casos específicos que la norma dicte, respetando siempre el 

principio de legalidad.  
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Resulta menester establecer que únicamente, en concordancia con 

Coca (2020) “la capacidad de ejercicio pueda ser pasible de ser 

restringida ya que la capacidad de goce siempre ha sido condición 

inherente del ser humano, incluso antes de la dación del DL. 1384, 

por lo que nunca podría ser restringida” (p. 4). 

Referente a la capacidad de ejercicio, para Messineo citado en 

Chavez (2021) es “aquella idoneidad del sujeto de poder consumar, 

asumiendo su responsabilidad, así como la de cualquier acto que 

cause efectos jurídicos” (p. 7).  

Para Varsi y Torres (2019): 

Esta capacidad es la que le permite realizar deberes y derechos 

a través de actos jurídicos. En comparación con la capacidad de 

goce, esta puede ser limitada a través de leyes, sujetas a ciertos 

criterios. A pesar de lo dicho, se entiende en la actualidad que la 

capacidad de ejercicio, en conjunción con la capacidad de goce, 

son plenas en cada persona y solo serán restringidas cuando 

mande la ley (p. 201).  

Tal como explica Varsi y Torres (2019): 

La capacidad, incapacidad absoluta o incapacidad relativa, de 

manera precedente a la reforma mediante del Decreto Legislativo 

Nº 1384, era la manera como se regulaba la capacidad en nuestro 

Código Civil. La validez de los actos jurídicos se basaba, 

principalmente, en el discernimiento y otros caracteres, como el 

etario (p. 201).  

En concordancia con esta antigua normativa, los actos jurídicos que 

habían llevado a cabo los incapaces absolutos eran, para el derecho, 

nulos y los ejecutados por sujetos denominados incapaces relativos 

eran anulables, todo esto se encontraba regulado en el artículo 219 y 

221 del Código Civil. 

El Código Civil Peruano manifiesta en su artículo 42° que “Toda 

persona mayor de dieciocho años tiene plena capacidad de ejercicio”. 
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Nuestro Código Civil también establece en el artículo 43° los que son 

absolutamente incapaces y en su artículo 44° señala a los que tienen 

capacidad de ejercicio restringida. 

De acuerdo a los artículos antes citados, aclara Coca (2020) que los 

que son incapaces absolutos son las personas menores de 16 años 

con las excepciones que dicte la ley e incapaces relativos serían 

aquellas personas que incurren en mala gestión, pródigos, ebrios 

habituales, toxicómanos. 

En cuanto a la incapacidad, según Garate (2017) la capacidad de 

hecho o de obrar es concebida como la aptitud para ejercer derechos, 

mientras que la incapacidad sugiere una restricción a esta aptitud. 

 Es preciso explicar que, no se impide aquellos actos que tengan que 

ver con su realización, sino solamente a los que tienen que ver con la 

ejecución.  

Para Villareal (2014) se puede determinar incapacidad de forma 

directa de manera singular hacia los sujetos con discapacidad mental 

o intelectual, ya que la normatividad establece que tienen 

“incapacidad” para ejercer válidamente actos jurídicos y, por el 

proceso de interdicción que confirma los resultados de un examen 

médico. 

Y como ejemplo se toma al modelo que acoge el Código Civil 

Argentino, donde manifiesta que las personas que tienen incapacidad 

absoluta son: los que aún están por nacer, menores impúberes, 

personas dementes, sordomudos que no pueden manifestar su 

voluntad de forma escrita, según el artículo 54° (Villareal, 2014). 

Asimismo, cita que ningún individuo será considerado demente, sin 

que esta esté verificada, certificada y declarada expresamente por un 

juez competente (Villareal, 2014).  

El sistema argentino, respecto a la capacidad jurídica, se tiene que 

para Lafferriere y Muñiz (2017) se encuentra tipificada en el capítulo 

II del primer título del Código Civil y Comercial, en su Libro I, 
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estableciendo a la capacidad de derecho como una aptitud inherente 

a la persona.  

Por otro lado, Cárdenas (2010) señala que: 

La capacidad jurídica está expresamente tutelada en el marco 

jurídico de DDHH, en el extremo de la manifestación de la 

voluntad y la opinión como el plano abstracto y formal del 

reconocimiento de la capacidad jurídica de obrar, igualdad ante la 

ley y también, de la autonomía de la voluntad, todo en fundamento 

en la libertad individual (p. 6). 

Es preciso mencionar que, según Bianca citado en Coca (2020) 

expresa que para la doctrina italiana la capacidad jurídica es aquella 

aptitud del sujeto de ser titular de derechos. Según esta doctrina el 

ser humano adquiere la capacidad jurídica en el preciso momento en 

que nace y la conserva hasta su fallecimiento.  

Por otro lado, para la doctrina brasileña toda persona se encuentra 

provisto de una personalidad jurídica, y, por ende, de aquel atributo 

genérico para hacerse titular de derechos y asumir obligaciones 

(Coca, 2020).   

También, como vimos anteriormente, se reconoce que el ejercicio de 

estos derechos puede ser llevados a cabo por el mismo sujeto de 

forma directa o por medio de intermediarios, mediante las figuras de 

representación legal o asistencia (Coca, 2020).  

Da Silva citado en Coca (2020) también hace mención respecto a 

esto, afirmando que personalidad y capacidad son conceptos distintos 

pero complementarios.  

Ya que no serviría la personalidad sin la capacidad jurídica que se 

acople al contenido de la personalidad, en la misma y cierta medida 

en que la utilización del derecho integra la idea de que alguien sea su 

titular. 

Teyssié citado en Coca (2020) indica que la doctrina francesa dicta 

que es un precepto general de que la persona obtenga su 
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personalidad jurídica desde el momento de su nacimiento, y es en ese 

momento en que el Estado y el derecho le reconozca dicha 

personalidad y le sea tutelada y protegida.  

De lo expuesto, se puede poner de manifiesto la relevancia que posee 

la personalidad jurídica, debido a que por esta los sujetos de derechos 

se convierten en titulares de derechos y obligaciones.  

Es por esto que la capacidad de goce y la de ejercicio nacen de esta 

personalidad jurídica de la persona, configurando una relación de 

causa y efecto entre estas dos figuras (Coca, 2020).  

Coca (2020) señala que la capacidad jurídica es innata a las personas, 

que en inicio no necesitan de un tercero para la realización de sus 

derechos, ya que desde el nacimiento todos accedemos a la 

personalidad jurídica, y por tanto a la capacidad de goce o de derecho 

y a la de ejercicio, la cual, sí presentará algunas limitaciones acordes 

a la edad, etc., del individuo. 

Tal como precisa el autor Fabre-Magnan citado en Coca (2020) se 

tiene que: “En materia negocial se dice que la capacidad es necesaria 

para poder concluir un contrato válido. Ella se define seguidamente 

por su antónimo –incapacidad– que se traduce como la ineptitud de 

realizar determinados actos en la vida jurídica” (p. 3). 

Fabre-Magnan citado en Coca (2020) señala que, en derecho de 

contratos, la restricción de la capacidad, es decir, la incapacidad 

indica, en un primer momento el suceso de la imposibilidad de 

manifestar una voluntad de manera consciente y autónoma.  

Entonces, con esa lógica podemos vincular la capacidad con el 

consentimiento, no obstante, la capacidad despoja de validez al 

contrato, entonces, una persona con incapacidad puede exteriorizar 

una oferta o una aceptación, y ese acuerdo podría concluirse de modo 

supuesto (Coca, 2020).  

Parte de la doctrina portuguesa presenta otra definición de la 

capacidad de ejercicio, siendo que la capacidad de obrar es la 
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indicada para proceder jurídicamente y ejercer derechos y deberes de 

los que son titulares las personas, asimismo, mediante el mismo 

también se tiene la facultad de adquirir derechos o de asumir deberes. 

Esto puede ser concretado por el mismo sujeto interesado o por otra 

persona que el haya escogido para que lo represente (Coca, 2020, p. 

3). 

También esta doctrina indica que el sujeto con capacidad de ejercicio, 

según Mota citado en Coca (2020) “actúa personalmente, esto es, no 

necesita ser sustituida en la práctica de los actos que ponen en 

movimiento su esfera jurídica y actúa autónomamente, esto es, no 

carece de consentimiento anterior o posterior al acto de otra persona 

(asistente)” (p. 3).  

Mota citado en Coca (2020) también resalta que, si este atributo 

faltase para poder obrar personalmente y de modo autónomo e 

independiente para poder realizar una actividad jurídica se configura 

una incapacidad de ejercicio, esta misma puede verse suplida por 

distintas instituciones, como la representación legal o la asistencia, 

asimismo, también tenemos a la interdicción.  

Bianca citado en Coca (2020) por su parte, expone: “Precisa una 

doctrina italiana que la noción de capacidad jurídica es distinta 

respecto a la capacidad de actuar, la cual indica la idoneidad del 

sujeto de desarrollar directamente la propia autonomía negocial o 

procesal” (p. 3). 

Además, Bianca citado en Coca (2020) “la falta o la limitación de la 

capacidad de actuar no incide sobre la capacidad jurídica porque el 

sujeto permanece por siempre idóneo de ser titular de relaciones 

jurídicas” (p. 3).  

Sin olvidar lo que indica el autor Bianca: “Aquello que le falta al 

incapaz de actuar es más bien la idoneidad de gestionar directa y 

autónomamente su propia esfera personal y patrimonial, 

asignándosele un representante legal o un curado” (citado en Coca, 

2020, p. 3). 
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En tanto, los diferentes autores y doctrinas coinciden en que, respecto 

a la capacidad jurídica, en palabras de Coca (2020) “la regla es poder 

conducirse personal y autónomamente sin valerse de un tercero para 

el ejercicio de los derechos lo cual incluye poder asignarse 

voluntariamente un representante” (p. 3). 

En el Perú, señala Coca (2020), este precepto se presenta en materia 

negocial al momento de llevar a cabo la celebración de contratos o en 

ciertos actos jurídicos que han sido celebrados por personas que 

tienen discapacidad, aún antes de promulgado el decreto legislativo 

1384, siempre que se estaba presenta a contratos referidos a su vida 

cotidiana (artículo 1358).  

Sin embargo, tal como manifiesta el autor Coca (2020) que si bien 

esta es una regla establecida, presenta una excepción, que en el caso 

de la legislación peruana, antes de promulgado el Decreto Legislativo 

1384 las restricciones o limitaciones a la capacidad  de ejercicio se 

regulaban en el artículo 43 y 44, presentando a los incapaces 

absolutos e incapaces relativos respectivamente, así como diferentes 

instituciones que suplían la voluntad de estos sujetos en forma de 

representantes legales o mediante la interdicción. 

II. SOBRE LA DISCAPACIDAD 

Varsi y Torres (2019) señala que: 

El concepto de “discapacidad” no ha sido estático a través del 

tiempo. En la década de 1980, la Organización Mundial de la 

Salud (en adelante, OMS) manejaba un concepto enfocado 

principalmente a la enfermedad y la dificultad que esta representa 

para que se desenvuelva el individuo (p. 201).  

Los autores Varsi y Torres (2019) indican que “presentaba tres 

conceptualizaciones distintas y autónomas que se relacionaban con 

aspectos diferentes de la experiencia que constituye enfermedad: 

deficiencia, discapacidad y minusvalía” (p. 201).  
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De la deficiencia se manifestó, para Varsi y Torres (2019) como “la 

exteriorización de un estado patológico, que es consecuencia de 

alguna causa. Es un ámbito estrictamente médico” (p. 201).  

De la discapacidad se dijo, en concordancia con Varsi y Torres (2019) 

que era “la consecuencia de la deficiencia en la alteración funcional 

que tiene la persona en aspectos esenciales de su vida diaria, 

cotidiana” (p. 202).  

Por último, la minusvalía fue vista según Varsi y Torres (2019) como 

“la socialización de una deficiencia o capacidad, i.e. la discrepancia 

del accionar del sujeto y las expectativas de la sociedad” (p. 202).  

Respecto a la discapacidad visual señala Esparza, et al (2018) que es 

una o más deficiencias sensoriales, específicamente de la visión, 

teniendo nula o una reducción considerable de la misma, que le 

impide interactuar dentro del entorno social en el que se encuentra la 

persona y afecta su debida participación en las mismas condiciones 

que las demás personas. 

La discapacidad intelectual, por su parte, es entendida como la 

limitación o limitaciones sustanciales que posee una persona en el 

funcionamiento intelectual, el cual es inferior al promedio (Alonso, 

2018).  

Por otro lado, Alonso (2018) señala que “las personas con 

discapacidad intelectual manifiestan problemas específicos en áreas 

del desarrollo motor tales como habilidades motrices básicas, 

esquema corporal y control de las funciones corporales” (p. 225).  

Existen diferentes clasificaciones encontradas referentes a las teorías 

en torno a la discapacidad, resaltando tres de ellas.  

Del modelo de prescindencia, Velarde citada en Ruiz (2020) afirma 

que en épocas antiguas y en la Edad Media, sobre todo, era muy usual 

que la discapacidad tenga como atribuyo la omisión o el abandono, 

ya que se pensaba que las personas con discapacidad habían sido 
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castigadas por los dioses y que no podían contribuir en nada a la 

sociedad, por tanto, no tenían ningún valor ni sentido su vida 

En ese mismo sentido, Varsi y Torres (2019) señalan: 

Bajo este modelo, la discapacidad se persigue como un castigo 

de origen divino y quien la padezca es considerado como una 

carga social innecesaria. La exposición de motivos del 

Anteproyecto de Ley que propone modificar el Decreto Legislativo 

295 del Código Civil, en lo referido al ejercicio de la capacidad 

jurídica, refiere que, en el Perú, un caso que se subsume en este 

modelo es el de abandono de personas con discapacidad mental 

en institutos de salud mental (pp. 202-203). 

A su vez, Velarde citada en Ruiz (2020) indica que: “Este modelo tiene 

su explicación en dos presupuestos: el primero referido a la causa de 

la discapacidad y el segundo orientado por al rol que tiene la persona 

con discapacidad en la sociedad” (p. 15).  

Agrega la autora Velarde citada en Ruiz (2020) afirma que, según el 

primer precepto presentado, la discapacidad surgía en la religión, 

debido a que se pensaba que esta misma era producto de un castigo 

divino para los padres de las personas que nacían así.  

Velarde citada en Ruiz (2020) cita que, del segundo precepto, con 

respecto a la utilidad, las personas discapacitadas eran vista como 

inútiles, como personas que no aportaban nada a la sociedad, y que 

por ser un sujeto improductivo era más una carga para la sociedad sin 

sentido de vida ni valor.  

Coca (2020) indica que este modelo es en donde se concebía que las 

razones de la discapacidad se originaban de los dioses, y les restaban 

valor e importancia a las personas con discapacidad al verse como 

personas sin utilidad e improductivas. 

Y es de ese modo “que se migró el modelo de la prescindencia al 

modelo médico o de la rehabilitación, mismo que aún hoy sigue 

presente en muchos estados” (Ruiz, 2020, p. 16).  
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Varsi y Torres (2019) afirman: 

En este modelo, ya no se ve a la persona con discapacidad como 

algo de lo que debe prescindirse, sino como personas que deben 

volver a formar parte de la sociedad mediante un proceso de 

rehabilitación o readaptación. Es este modelo el que interpreta 

que las personas con discapacidad requieren de la sustitución en 

la toma de sus decisiones, toda vez que suponía una disminución 

o ausencia de su capacidad (p. 203). 

Las características que este modelo rehabilitador presenta son, para 

Coca (2020), en primer lugar, que las causas que configuran la 

discapacidad, distintamente del modelo de prescindencia, son 

científicas y médicas, se deja de lado la explicación divina y se abre 

paso a la medicina, ya no se concibe a la discapacidad como castigo 

divino, sino como una enfermedad. 

En segundo lugar, tenemos a la siguiente característica: se reconoce 

que las personas con discapacidad pueden aportar en algo a la 

sociedad, pero siempre y cuando sean rehabilitadas para que se 

adapten a las demás personas, que sí eran consideradas capaces, 

presentándose entonces el “proceso de normalización” para obtener 

por parte de la sociedad un valor como personas y como ciudadanas 

y ciudadanos (Coca, 2020, p. 5). 

Palacios citado en Ruiz (2020) señala que el propósito que posee el 

modelo médico es darle una “cura” a la discapacidad de la persona, y 

poder alterar la conducta de la misma para que pueda ser reinsertado 

en la comunidad logrando esconder o camuflar la discapacidad en la 

medida de lo posible.  

Si bien su finalidad, a simple vista, tiene buenas intenciones, es 

entendible y comprensible por qué ha sido duramente criticado.  

Se añade también que, en el modelo médico, resalta el tratamiento 

que se le da a las personas discapacitada, puesto que este se 

encuentra orientado a su mejoría, o en su defecto, a una idónea y 
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correcta adaptación para su mayor desarrollo personal, profesional y 

social (Ruiz, 2020). 

Ruiz (2020) manifiesta que, en España, llevándose a cabo la 

Ponencia “Discriminación y grupos en situación de vulnerabilidad: 

género y discapacidad”, la cual tuvo como finalidad analizar las 

implicancias de modificar el paradigma que la Convención 

Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 

brinda referente a la capacidad jurídica para que se posible realizar la 

modificación del “modelo de sustitución de la voluntad al modelo de 

apoyo en la toma de decisiones, con lo cual pretendía diferenciar los 

principios que inspiraban cada sistema” (pp. 17-18).  

De ese modo, Ruiz (2020) expone que dicha ponencia mencionada, 

concluyó en que, así como operan los sistemas de sustitución, y en 

los sistemas de apoyo se seguirá optando por tener la asistencia de 

una tercera persona cuando el individuo con alguna discapacidad 

desee manifestar su voluntad para la celebración de sus actos 

jurídicos. Sin embargo, es preciso recalcar que ya no será un 

reemplazo de la voluntad del individuo, sino más bien una asistencia 

para que exprese su voluntad libremente (p. 18).  

Varsi y Torres (2019) citan: 

Este modelo es el que corresponde a la Convención y explica a la 

discapacidad como el estado de una persona con deficiencias 

físicas, sensoriales, intelectuales o mentales, pero que es la 

propia sociedad la que, por su propia estructura, crea barrearas 

para su desarrollo (p. 203).  

En esa línea, el propósito de este modelo es suprimir todas las 

barreras e impedimentos jurídicos y sociales, para que, como afirman 

Varsi y Torres (2019) “la persona con discapacidad pueda 

desenvolverse según sus funcionalidades especiales, teniendo como 

centro y eje los valores vida humana y dignidad” (p. 203).  
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Asimismo, el autor Coca (2020) afirma que el modelo social es el 

modelo que reconoce que las discapacidades físicas, mentales, 

intelectuales y sensoriales del individuo junto con los obstáculos 

jurídicos y sociales, causa una fuerte discriminación para estas 

personas y le imposibilitan ejercer algunos derechos de los cuales son 

titulares.  

Este sistema social, según Ruiz (2020) “tiene orígenes también en el 

Reino Unido debido a una iniciativa de un grupo de personas que 

padecían alguna capacidad y que se reunieron en el Social Disability 

Movement” (p. 18).  

Minkowitz citado en Ruiz (2020) indica que el modelo social se 

concentra en los impedimentos económicos, sociales y culturales que 

las personas con discapacidad encuentran a lo largo de su vida. Estas 

barreras se presentan de forma más continua, en el sector educación, 

comunicación, transporte, diseño de viviendas, estructura de lugares 

públicos y privados que no permiten que estas personas se 

desarrollen y transiten libremente.  

Ruiz (2020) de esto señala que, en ese sentido, las personas que 

nominan “discapacitados” lo son a causa de las restricciones y 

barreras que la sociedad en la que viven les ha puesto.  

Estas limitaciones y obstáculos les impiden desarrollarse libremente y 

satisfacer sus necesidades en el transcurso de su vida cotidiana.   

Por ello, tal como lo señala Ruiz (2020): “lo que conocemos por 

deficiencia o diversidad funcional está referido a los caracteres de la 

misma persona que se producen por un funcionamiento de su propia 

anatomía diferente al del número mayoritario de personas” (pp. 19-

20). 

Asimismo, para Ruiz (2020): “la discapacidad se compone 

exclusivamente de factores sociales que terminan imponiendo, 

limitando o impidiendo que las personas con esa diversidad funcional 

puedan vivir realmente una vida en sociedad” (p. 20). 
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Después de ser expuestas las tres teorías antes desarrolladas, es 

preciso señalar que dos de estos modelos fueron en su época de 

surgimiento y aún ahora, fuentes y referencias de leyes y normas que 

se dictan alrededor del mundo en cuanto a derechos de personas 

discapacitadas, estos modelos son el médico y el social (Ruiz, 2020). 

Ruiz (2020) menciona que alrededor de los años 90, la OMS indicaba 

que la discapacidad es toda aquella restricción o pérdida de la 

capacidad para ejecutar alguna actividad de la vida cotidiana. 

Asimismo, agrega que, luego en el año 2001, la OMS explicaba que 

la discapacidad no era sino el producto de la interacción que se daba 

entre alguien que poseía alguna clase de disminución de sus 

capacidades o alguna barrera medioambiental que pueda afectar la 

relación social (Ruiz, 2020, p. 20). 

Bolaños (2010) señala que la discapacidad se encuentra en el propio 

mundo, en la comunidad y en sus impedimentos que imposibilitan que 

las personas con algún tipo de discapacidad se puedan involucrar 

activamente, en igualdad de condiciones y oportunidades.  

III. SOBRE LA SITUACIÓN DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD 

Martocci y Zelasqui (2021) mencionan: 

Según el artículo 1º de la CDPCD “Las personas con discapacidad 

incluyen a aquellas que tengan deficiencias físicas, mentales, 

intelectuales o sensoriales a largo plazo que, al interactuar con 

diversas barreras, pueden impedir su participación plena y 

efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las 

demás” (p. 86).  

Respecto a las personas con deficiencias mentales, Varsi y Torres 

(2019) habla sobre el retraso mental: “El concepto de retraso mental 

reviste una importancia en nuestro sistema legal. La relación de la 

válida manifestación de la voluntad y el discernimiento ha sido muy 

estrecha” (p. 203). 
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De esa forma, se tiene que antiguamente se concebía a la persona 

que padecía de retraso mental como aquellas personas que debido a 

que no podían manifestar su libre voluntad, y por tanto eran 

considerados incapaces relativos (Varsi y Torres, 2019).  

La Asociación Americana sobre Retraso Mental, en el año 2002 

esbozó una definición sobre el mismo, estableciendo que es una 

discapacidad que se distingue por las limitaciones significativas que 

tiene la persona en cuanto a su funcionamiento intelectual y su 

adaptación en la sociedad en la que se desarrolla, esto incluye las 

aptitudes prácticas, sociales y conceptuales (Varsi y Torres, 2019).  

Es preciso hacer hincapié en que, tal como señalan Varsi y Torres 

(2019) “el retraso mental no es una característica del individuo, ni un 

trastorno médico o mental. Es un estado concreto de funcionamiento 

que comienza en la infancia, es multidimensional y está afectado 

positivamente por apoyos individualizados” (p. 203).  

Un gran problema que surge al hablar de personas con discapacidad 

es que, tal como señalan Quinn y Degener citados en Gonzáles (2010) 

el Sistema de DDHH ha sido aplicado de forma distinta a las personas 

con discapacidad que al resto de sujetos de derechos. 

Esto ya que estas personas con discapacidad han sido consideradas 

invisibles en sus comunidades a través de la historia, y producto de 

esta actitud de la sociedad estas personas fueron segregadas de las 

actividades diarias y cotidianas (Gonzáles, 2010).  

Es así que, formula Gonzáles (2010) que las distinciones de la 

discapacidad han sido vistas como excusas para la exclusión, y 

gracias a esta invisibilidad, las personas con discapacidad se han 

visto marginadas de las actividades diarias dentro de la sociedad en 

la que se desarrollan, esto también se percibió en el derecho, debido 

a la marginación por falta de protección legal y normativa idónea que 

logre garantizar sus derechos (p. 30).  
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Entre las diferencias de las que habla el autor, puede precisarse la 

siguiente, según Gonzáles (2010) el derecho a la vida ha sido 

violentado mediante la realización de abortos frente a casos donde el 

no nato padecía de alguna discapacidad, asimismo, las personas con 

discapacidad han sido aisladas y separadas de las actividades diarias 

debido a las barreras en transporte, comunicación, entre otros, que no 

permiten la interacción social idónea (p. 30).  

Asimismo, también otros derechos vulnerados son los derechos 

familiares, puesto que se les niega el derecho de adoptar si así lo 

quisiesen, también se les priva de voz y voto en procesos 

democráticos, lo cual produce que las personas con discapacidad no 

sean participantes activos de las políticas estatales, las cuales 

frecuentemente los afecta de forma significativa y los segrega 

mediante normativas ineficientes y discriminatorias (Gonzáles, 2010, 

p. 30).  

Además, el mismo autor, Gonzáles (2010) refiere las personas con 

discapacidad también forman parte de un grupo vulnerable, igual que 

las mujeres y niños, puesto que con mucha frecuencia son víctimas 

de discriminación, muchas veces hasta se han creado normativas que 

atentan contra personas con discapacidad, como la 

institucionalización involuntaria y la esterilización. 

Martocci y Zelasqui (2021) señala que: 

El objeto o propósito de la CDPCD no es otro que “promover, 

proteger y asegurar el goce pleno   y   en   condiciones   de   

igualdad   de   todos   los   derechos humanos   y   libertades 

fundamentales por todas las personas con discapacidad, y 

promover el respeto de su dignidad inherente” (p. 85). 

Esto no quiere decir otra cosa que: 

Esto demuestra que no se ha pretendido crear nuevos derechos 

para las PCD, sino que simplemente, y de manera explícita a 

través de su Preámbulo, la finalidad fue acoplar las leyes de los 
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tratados en materia de DDHH al contexto de la discapacidad, y 

garantizar la tutela y el respeto del principio de no discriminación, 

para que puedan ser ejercidos en igualdad de condiciones por las 

PCD. No   obstante, los postulados de igualdad y no 

discriminación son frecuentemente dejados de lado en el contexto 

de la discapacidad (p. 85).  

Villareal (2014) refiere que la personalidad jurídica es un derecho 

tutelado y protegido por diferentes instrumentos, tanto a nivel 

internacional como a nivel nacional en materia de DDHH, 

principalmente el PIDCP, específicamente su artículo 16°, que según 

la doctrina es un modelo basado en el artículo 12° inciso 1 de la CDPD 

por las similitudes que presenta en su texto.  

Asimismo, afirma Villareal (2014): 

Si bien es cierto que el artículo 16° del PIDCP cita que “todo ser 

humano tiene derecho, en todas partes, al reconocimiento de su 

personalidad jurídica”; el artículo 12° inciso 1 de la CDPD tipifica 

que “los Estados Partes reafirman que las personas con 

discapacidad tienen derecho en todas partes al reconocimiento de 

su personalidad jurídica” (p. 22). 

IV. SOBRE LA SITUACIÓN DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD EN EL PERÚ 

En nuestro país, en palabras de Bolaños (2016) afirma que “más del 

5% de la población total en el Perú son personas con discapacidad 

que deben enfrentar constantemente no sólo las barreras 

arquitectónicas que existen, sino también las barreras en el campo 

legislativo” (p. 1).  Estas barreras perpetúan y prolongan la 

segregación y marginación de las personas con algún tipo de 

discapacidad.  

Si queremos hablar en cifras más exactas, señala Bolaños (2016) 

afirma que, en nuestro país, encontramos 1 575 402 personas con 

discapacidad, y estas se ven siempre impedidas de desarrollarse 
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libremente gracias a las limitaciones y restricciones permanentes que 

se les establecen, tanto por parte de la sociedad como del Estado, en 

torno al ejercicio libre de sus derechos. Y esto incluye el derecho a la 

capacidad jurídica.  

Tal como indica Bolaños (2016): “La capacidad jurídica es un derecho 

inherente reconocido a todas las personas, incluidas las personas con 

discapacidad. Al respecto, el Tribunal Constitucional del Perú ha 

establecido que este derecho se manifiesta en dos planos” (p. 3).  

Según el TC, estas 2 esferas comprenden a, en concordancia con 

Bolaños (2016): “a) capacidad de goce, entendida como la facultad o 

atributo de la persona para ser sujeto de derechos y obligaciones (...); 

y, b) capacidad de ejercicio, entendida como la facultad de atributo 

personal que permite producir por propia voluntad” (p. 3), la 

manifestación de voluntad valida los actos jurídicos generando 

efectos jurídicos.  

En ese sentido, señala Fernández citado en Bolaños (2016) que 

“cabría pues hablar en relación con la capacidad goce, del poder de 

titularidad y, respecto a la capacidad de obrar, del poder de ejercicio” 

(p. 3).  

Sin embargo, precisa Bolaños (2016) que el CDPD de las Naciones 

Unidas establece que para que pueda cumplirse el derecho a la 

capacidad jurídica, como ya se había desarrollado anteriormente, 

deberá reconocerse los dos planos de esta capacidad, y no podrán 

ser separadas, por tanto, no se puede disociar la capacidad de goce 

de la capacidad de ejercicio.  

Y se pronuncian sobre la capacidad de ejercicio, indicando que 

usualmente se les priva este derecho o se les reduce 

significativamente a las personas con discapacidad, esto puede 

observarse en casos tan cotidianos como la compra venta de bienes, 

donde las personas con discapacidad son cuestionadas (Bolaños, 

2016).  
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Nuestro Código Civil, en concordancia con Coca (2020) señala que 

“en materia de capacidad se ha inspirado en la CDPD, que además 

sirvió de fuente a la Ley 29973, LGPD y su Reglamento (RDPD), Ley 

29392” (p. 4). 

En nuestro país, tenemos que, tal como señala Bolaños (2016): 

En el Perú se derogó, mediante Ley N° 299734 promulgada en 

2012 (“Ley General de la Persona con Discapacidad”), el numeral 

3 del artículo 43 del Código Civil el cual disponía que: “son 

absolutamente incapaces los sordomudos, los ciegosordos y los 

ciegomudos que no pueden expresar su voluntad de manera 

indubitable”. Esto configuraba un progreso relevante para el 

reconocimiento de la capacidad jurídica en personas que poseían 

algún tipo de discapacidad (p. 3). 

Pese a esto, en esos tiempos, el CC peruano, manifiesta Bolaños 

(2016): 

(…) suprime la capacidad jurídica a otros sujetos presumiéndolos 

“incapaces”. Así, encontramos que el inciso 2 del artículo 43 

sostiene que “son absolutamente incapaces los que por cualquier 

causa se encuentren privados de discernimiento” y los incisos 2 y 

3 del artículo 44 establecen respectivamente que “son 

relativamente incapaces los retardados mentales y los que 

adolecen de deterioro mental que les impide expresar su libre 

voluntad” (p. 4).  

Sin embargo, esta normativa, en concordancia con Bolaños (2016) 

“vulnera el principio de presunción de la capacidad de las personas 

con discapacidad al asumir que una persona que se encuentre dentro 

de los supuestos previstos por la norma, de por sí, carece de 

capacidad jurídica” (p. 4). 

Por ese motivo, Bolaños (2016) afirma que considerando que el 

CDPD sugirió al Estado de Perú a derogar la práctica de la figura 

jurídica de la interdicción judicial y reexaminar las leyes que normal 



68 
 

sobre la tutela y curatela, con la finalidad de proteger su total 

aquiescencia con el artículo 12 de la CDPD (p. 5). 

Esto quiere decir que, el Comité sugirió “modificar el Código Civil para 

cambiar el modelo de sustitución en la toma de decisiones por uno de 

apoyo o asistencia a las personas con discapacidad en esa toma de 

decisiones” (p. 5).  

Es así que, mediante la última reforma de nuestro Código Civil, 

precisa Varsi citado en Coca (2020) que después de promulgar el 

Decreto Legislativo 1384, ya no se optó por el tratamiento paternalista 

que tenía el Estado para las personas con discapacidad, y se pasó a 

una visión y tratamiento igualitario con las demás personas en cuanto 

a la normativa jurídica. 

Es así como Coca (2020) afirma que esto posibilitó al ordenamiento 

peruano a acercarse “a las directrices de las Naciones Unidas, lo que 

implica el respeto a los derechos humanos de todos los ciudadanos, 

especialmente en cuanto a su dignidad, autonomía e igualdad ante la 

ley” (p. 2).  

V. SOBRE EL REGISTRO DE CAPACIDAD EN EL DERECHO 

COMPARADO 

Después de un proceso evolutivo, en el país de Argentina, surgió el 

nuevo Código Civil y Comercial de la Nación Argentina (CCyC), el 

cual, en palabras de Hess (2018) en torno al tema de capacidad 

jurídica se logró sistematizar la legislación, dejando de lado la 

dispersión de la cual era partícipe el mismo Código Civil, y las demás 

normas y leyes 

Dentro de la legislación complementario, el autor Hess (2018) cita a 

“los Tratados Internacionales y la jurisprudencia que se abría camino 

para permitir que con todas esas fuentes se perfilara un nuevo sistema 

tuitivo de la capacidad de las personas” (p. 2); personas que producto 

de deficiencias mentales se le imponía restricciones a su derecho de 

capacidad de ejercicio. 
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Respecto a este tema, la normativa argentina, según Hess (2018), 

antes la decisión se tomaba de forma más automática y de modo casi 

objetivo, se concebía al individuo como capaz o incapaz absoluto, el 

primero estaba posibilitado a hacer uso del pleno ejercicio de todos 

sus derechos y libertados y al segundo, por el contrario, correspondía 

asignarle un representante, quien se encargaba de “suplir” su 

voluntad y tomaba las decisiones por la persona “incapaz”. 

Antes de la nueva legislación, tal como señala Hess (2018): “En ese 

sistema, sólo aparecían ciertos grises con los débiles mentales que 

junto a los pródigos, los ebrios y toxicómanos habituales podían ser 

inhabilitados, requiriendo un asistente para sus actos de disposición 

(art. 152 bis C.C)” (p. 3). 

En Argentina, mediante Decreto Ley, el Registro del Estado Civil y 

Capacidad de las Personas, donde se señala en su artículo 1°: 

“Artículo 1.- Todos los actos y hechos que den origen, alteren o 

modifiquen el estado civil y la capacidad de las personas deberán 

inscribirse en los correspondientes registros de las provincias y de 

la Nación”. 

En Argentina, tal como señala Hess (2018) que publicitar la sentencia 

con su inscripción en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las 

personas, asegura un contexto de protección y tutela de la seguridad 

jurídica, con el fin de evitar casos como el tráfico comercial.  

Pese a esto, Hess (2018) precisa que la totalidad de juristas conocían 

que, si bien se tutelaba y protegía la seguridad jurídica, se vulneraba 

la justicia, la equidad y la dignidad del ser humano, puesto que, para 

el autor, en la confrontación de estos dos principios, se debe velar por 

el más relevante, en pro del bien común y de los derechos de las 

personas.  

El CCyC argentino, en cuanto al tema de capacidad “ha establecido 

ciertos principios generales. Luego, el art. 32 del CCyC establece los 

presupuestos necesarios para restringir la capacidad de las personas, 
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y la situación muy excepcional en que se los puede incapacitar” (Hess, 

2018, p. 6). 

El artículo 31° del CCyC argentino señala dentro de las reglas 

generales las siguientes: 

“a) la capacidad general de ejercicio de la persona humana se 

presume, aun cuando se encuentre internada en un 

establecimiento asistencial; b) las limitaciones a la capacidad son 

de carácter excepcional y se imponen siempre en beneficio de la 

persona; c) la intervención estatal tiene siempre carácter 

interdisciplinario, tanto en el tratamiento como en el proceso 

judicial; d) la persona tiene derecho a recibir información a través 

de medios y tecnologías adecuadas para su comprensión; e) la 

persona tiene derecho a participar en el proceso judicial con 

asistencia letrada, que debe ser proporcionada por el Estado si 

carece de medios; f) deben priorizarse las alternativas 

terapéuticas menos restrictivas de los derechos y libertades” 

(Código Civil y Comercial de la Nación, 2014, p. 9). 

Asimismo, señala quienes serían los facultados a solicitar declaración 

de incapacidad o capacidad restringida: 

“Artículo 33. Legitimados Están legitimados para solicitar la 

declaración de incapacidad y de capacidad restringida: a) el 

propio interesado; b) el cónyuge no separado de hecho y el 

conviviente mientras la convivencia no haya cesado; c) los 

parientes dentro del cuarto grado; si fueran por afinidad, dentro 

del segundo grado; d) el Ministerio Público” (Código Civil y 

Comercial de la Nación, 2014, p. 10). 

Del mismo modo, regula: 

“Artículo 34. Medidas cautelares Durante el proceso, el juez 

debe ordenar las medidas necesarias para garantizar los 

derechos personales y patrimoniales de la persona. En tal caso, 

la decisión debe determinar qué actos requieren la asistencia de 
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uno o varios apoyos, y cuáles la representación de un curador. 

También puede designar redes de apoyo y personas que actúen 

con funciones específicas según el caso” (Código Civil y 

Comercial de la Nación, 2014, p. 10). 

Respecto a la inscripción en el registro, el CCyC tipifica en su artículo 

39° que: “La sentencia debe ser inscripta en el Registro de Estado 

Civil y Capacidad de las Personas y se debe dejar constancia al 

margen del acta de nacimiento” (Código Civil y Comercial de la 

Nación, 2014, p. 10).  

Haciendo hincapié en que los efectos de dicho registro producirán sus 

efectos a partir de la fecha del mismo y al momento en que cese dicha 

restricción, se deberá cancelar la acción registral de modo inmediato. 

Hess (2018) indica que en el nuevo código: “La capacidad general de 

ejercicio de la persona humana se presume (aun cuando estuviera 

internada en un Centro Psiquiátrico), siguiendo el art. 152 ter CC” (p. 

6). 

Asimismo, también se tiene que “Las limitaciones a la capacidad son 

de carácter excepcional y se imponen siempre en beneficio de la 

persona” (Hess, 2018, p. 6). 

Del mismo modo, añade Hess (2018) que “la intervención estatal tiene 

siempre carácter interdisciplinario, tanto en el tratamiento que se 

aplique como en el proceso. Se rompe así con el criterio médico o 

médico/jurídico que imperaba” (pp. 6-7).  

Entonces, lo mencionado posibilita observar cuales son los actos 

jurídicos que puede llevar a cabo, esto en base a los diagnósticos de 

profesionales como psicólogos, asistentes sociales, doctores, quienes 

colaboraran activamente con el juez competente para poder 

establecer correctamente cuales serían las limitaciones a imponer en 

los casos concretos de personas con discapacidad (Hess, 2018). 

Otro presupuesto que aparece en el artículo 32 del nuevo código, 

refiere Hess (2018): “Derecho de la persona a recibir información a 
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través de medios y técnicas adecuadas para su comprensión, 

intentando así borrar las barreras que impidan el ejercicio de sus 

propios derechos o la comprensión de su particular situación” (p. 7).  

Respecto a los supuestos de excepción, o restricción de la capacidad, 

señala Hess (2018) “requerirán que la persona padezca una adicción 

o alteración mental permanente o prolongada de suficiente gravedad, 

y presumir que si ejerciera la plena capacidad podría resultar un daño 

a la persona o a sus bienes” (p. 9).  

Hess (2018) también indica que “con el agregado de las adicciones, 

se regula en forma conjunta la situación que antes estaba limitada a 

los inhabilitados, pues la graduación y flexibilización de las medidas 

que se pueden tomar” (p. 9). Esto posibilita considerar de forma 

idónea y completa a las personas que necesitan de protecciones 

legales debido a su condición. 

Sin embargo, señala Hess (2018) que aún con los supuestos 

presentados, el Código Civil no suple la voluntad de la persona con 

discapacidad, sino que, distinto a ello, el juez competente le asigna 

persona o personas de apoyo que le ayudará a manifestar 

idóneamente su libre voluntad.  

Hess (2018) menciona que estos apoyos “deberán promover la 

autonomía y favorecer las decisiones que respondan a las 

preferencias de la persona protegida” (p. 9). 

Puesto que, dentro de sus funciones “además de la protección de la 

persona con capacidad restringida, deberá propender a que recupere 

la plena capacidad, o al menos que sus decisiones cuenten con la 

conformidad –cuando ello sea posible- del sujeto de protección” 

(Hess, 2018, p. 9).  

Por tanto, se tiene que “la incapacidad queda reservada solo a 

supuestos de extrema gravedad, en que la persona se encuentre 

absolutamente imposibilitada de interactuar con su entorno y expresar 

su voluntad por cualquier modo, medio o formato” (Hess, 2018, p. 9).  



73 
 

En esa misma línea, afirma Hess (2018) afirma que la persona para 

que sea considerada como incapaz no debe observársele ningún 

signo que indique que tiene conciencia de sí mismo y del ambiente 

que lo rodea, por lo que se encuentra impedido de cualquier 

interacción y reacción a estímulos exteriores.  

Aunque esta consideración, ha sido duramente criticada por la 

doctrina, menciona Hess (2018) que “lo cierto es que hay supuestos 

de la gravedad indicada, que hacen inviables los sistemas de apoyos, 

y requieren sustituir la voluntad que verdaderamente se encuentra 

ausente” (p. 9). 

La publicidad de este registro resulta de gran relevancia para la 

celebración de distintos actos jurídicos, entiendo a esta publicidad 

como: “la exteriorización o divulgación de una situación jurídica para 

producir cognoscibilidad general o posibilidad de conocer” (Manzano, 

2011, p. 52).  

Esta publicidad se ve justificada por ser un “medio eficaz para 

garantizar certeza jurídica, por ello se protege y garantiza la validez 

del contenido de su constitución, vigencia, afectación, modificación, 

extensión y extinción de ciertos derechos” (Valera, 2019, p. 15). 

La seguridad jurídica es un principio del derecho fundamental que, 

como tal, merece una adecuada protección dentro del marco legal 

normativo del país, por tanto, garantizar el mismo es importante para 

asegurar que los negocios jurídicos que se realicen tengan validez y 

no adolezcan de ningún defecto que pueda derivarse en la nulidad del 

mismo.  

Por su parte, Garate (2017) señala que las sentencias de restricción 

en su totalidad deben ser inscritas en el Registro del Estado Civil y 

Capacidad de las Personas, esta inscripción deberá incluir una 

anotación para que esta condición sea conocida por terceros que 

estén interesados en celebrar contratos o participar de actos jurídicos 

con estas personas.  
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La validez de esta inscripción tendrá validez, así como señala Garate 

(2017) para “quien pretenda oponerla, a los terceros que pretendan 

hacer efectiviza una obligación, pudiendo lograr en estos casos la 

declaración de nulidad” (p. 173). 
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VIII. ANEXOS 

Anexo 01: Cuestionario “La necesaria incorporación de un Registro de 

Capacidad en el Registro Civil - RENIEC”: 

 

CUESTIONARIO 

“La necesaria incorporación de un Registro de Capacidad en el 

Registro Civil - RENIEC” 

Instrucciones: 

Lea detenidamente las preguntas planteadas en el siguiente 

cuestionario y marque en modo de respuesta la casilla que se adecúe 

a su verdad. Las respuestas quedarán en anonimato, asegurando la 

confidencialidad de los participantes, garantizando el respeto de su 

derecho a la identidad.  

 

Condición: 

Juez (    )                         Fiscal (    )                       Abogado(a) (    ) 

 

Preguntas: 

1. ¿Sabe usted sobre capacidad jurídica de la persona humana? 

marque SI o NO. 

SI (      )                            NO (      ) 

2. ¿Conoce usted sobre valoración de la capacidad jurídica en 

la normativa peruana? marque SI o NO. 

SI (      )                            NO (      ) 

3. ¿Tiene conocimiento acerca del registro de capacidad en el 

derecho comparado? marque SI o NO. 

SI (     )                            NO (      ) 
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4. ¿Cree usted que resulta necesario proponer mediante un 

proyecto Ley la incorporación de un registro de capacidad 

en la legislación peruana? marque SI o NO. 

SI (     )                            NO (      ) 
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Anexo 02.- Casación N° 683-2016: 
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